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ACTA Nº 22-14

Sesión celebrada el 16 de junio de 2014
Acta de la sesión ordinaria número veintidós de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con diez minutos del dieciséis de junio del dos mil catorce.  

Miembros presentes: MSc. Eduardo Calderón Odio, Presidente; Licda. Rocío Leiva Trejos Vicepresidenta; MSc. Froylán Atilio Alvarado Zelada, Secretario; MSc. Eduardo Rojas Sánchez, Prosecretario; MSc. Antonio Darcia Carranza, Tesorero; Dra. Vilma Alpízar Matamoros, Vocal I; MSc. Shirley González Quirós, Vocal III; Licda. Ana Gabriela Badilla Zeledón, Vocal V.
Miembros ausentes con justificación; MSc. Edgar Castrillo Brenes, Vocal II.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Zeidy Ballestero Marín, Secretaria de Actas a.i, MSc. Irene Aguilar Víquez, Asesora de Presidencia. 
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 

El MSc. Eduardo Calderón Odio, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria, Nº 22-14, del 16 de junio de 2014. 
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 

El MSc. Eduardo Calderón Odio, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.- Comprobación de quórum e inicio de sesión, 2.-  Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del Acta No 21-2014, 4. Correspondencia, 5.- 6:30 p.m. Audiencia a la Comisión de Derecho a la Salud, 6.-  6:50 p.m. Audiencia Auditores Externos, 7- Informe de  Presidencia, 8.-Informe de Directores y Directoras, 9-Informe Dirección Ejecutiva -Lic. José Luis Meneses Rímola. 10.-Informe de la Comisión Competencia Leal y Aranceles, 11- Asuntos Breves y Traslados de Fiscalía. 

SE ACUERDA 2014-22-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por El MSc. Eduardo Calderón Odio. Ocho votos.  
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 21-14, DEL 09 DE JUNIO DEL 2014.

Revisada el acta 21-14 del 09 de junio del 2014 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 

SE ACUERDA 2014-22-002 Aprobar el acta 21-14 celebrada el 09 de junio del 2014, con las observaciones realizadas por los señores Directores y Directoras. Ocho votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 

ARTICULO 4) CORRESPONDENCIA. 
Al ser las dieciocho horas con trece minutos ingresa la Licda. Vilma Beatriz Mesén Madrigal.

Al ser las dieciocho horas con quince minutos ingresa el Lic. John Jorge Tapia Salazar.

1-Nota DAI -071- suscrita por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde presenta el cuadro de evaluaciones de profesores de los últimos tres meses, solicitado mediante acuerdo 2014-19-026, del 26 de mayo. 

Se agradece y da por recibido el informe. 
2- Nota DAI-069-2014, suscrita por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde solicita se incluya en el listado de las solicitudes de los (las) Licenciados (as) en Derecho que cumplen con los requisitos para realizar el proceso Incorporación Ordinaria  que se llevaría a cabo el jueves 26 de junio de 2014 a las 5:00 p.m.: Madrigal Durán Glenda Tatiana Univ. Federada, Morales Salazar Mauricio Adolfo Univ. Panamericana, Rodríguez Oconitrillo Luis Raúl Univ. Santa Lucía.

SE ACUERDA 2014-22-003 Aprobar las solicitudes de los Licenciados y Licenciadas en Derecho que cumplen con los requisitos para realizar el proceso de  Incorporación Ordinaria que se llevaría a cabo el jueves 26 de junio de 2014 a las 5:00 p.m. Madrigal Durán Glenda Tatiana Univ. Federada, Morales Salazar Mauricio Adolfo Univ. Panamericana, Rodríguez Oconitrillo Luis Raúl Univ. Santa Lucía. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento Académico y de Incorporaciones. Presidencia. Interesados.
3- Nota FCPR-24-JUN-2014, enviada por Dr. Marino Ramírez Carranza, Presidente la Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica, donde indican “Sirva la presente para informarles que hay que nombrar un representante titular y un suplente de la Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica ante el Ente Costarricense de Acreditación (ECA). El representante será electo en !a Sesión CP-06-2014 y como requisito para su elección debe estar presente, la sesión se celebrará el miércoles 25 de junio del año en curso a las 6:30 pm en el Colegio de Médicos y Cirujanos ubicado en Sabana Sur. El representante debe conocer sobre la aplicación de las normas internacionales relacionadas con acreditación. Experiencia  y conocimiento sobre el funcionamiento de los procesos de acreditación. No tienen dieta, se reúnen una vez al mes en horas de oficina. Agradeciendo sus gestiones se solicita enviar los postulantes a más tardar el día lunes 23 de junio de 2014.

SE ACUERDA 2014-22-004 Solicitar a la Comisión de Académica, nombrar un representante titular y un suplente para la Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica ante el Ente Costarricense de Acreditación (ECA ). El representante debe conocer sobre la aplicación de las normas internacionales relacionadas con acreditación; experiencia y conocimiento sobre el funcionamiento de los procesos de acreditación. No se recibe dieta y se reúnen una vez al mes en horas de oficina. Además debe estar presente en la sesión que se celebrará el miércoles 25 de junio del año en curso a las 6:30 pm en el Colegio de Médicos y Cirujanos ubicado en Sabana Sur, enviar los postulantes antes del día lunes 23 de junio de 2014. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable. Comisión Académica. 
4- Nota FCPR-21-JUN-2014, enviada por Dr. Marino Ramírez Carranza, Presidente Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica, donde indican: “Sirva la presente para informarles que hay que nombrar un representante de la Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica ante FONABE. El representante será electo en la Sesión CP-06-2014 y como requisito para su elección debe estar presente, la sesión se celebrará el miércoles 25 de junio del año en curso a las 6:30 pm en el Colegio de Médicos y Cirujanos ubicado en Sabana Sur. Agradeciendo sus gestiones se solicita enviar los postulantes a más tardar el día lunes 23 de junio de 2014.”

SE ACUERDA 2014-22-005 Solicitar a la Comisión de Becas, nombrar un representante de la Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica ante FONABE. El representante será electo en la Sesión CP-06-2014 y como requisito para su elección debe estar presente en la sesión que se celebrará el miércoles 25 de junio del año en curso a las 6:30 pm en el Colegio de Médicos y Cirujanos ubicado en Sabana Sur, enviar los postulantes antes del día lunes 23 de junio de 2014. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable Comisión de Becas.
ARTICULO 5) AUDIENCIA A LA COMISIÓN DE DERECHO A LA SALUD

Al ser las dieciocho horas con treinta y cinco minutos ingresa los miembros de la Comisión de Salud, representada por: Licda. Karen Vargas López (Coordinadora) y Lic. Román Navarro Fallas
La Licda Karen Vargas López, agradece a la Junta Directiva el espacio brindado. y hace entrega de la Memoria del II Encuentro Costarricense de Judicialización de la Salud y Sistemas de Salud  La Comisión de Derecho a la Salud con el apoyo decidido de la Junta Directiva de este Colegio, han venido promoviendo e impulsando un proceso de diálogo nacional entre la Caja Costarricense de Seguro Social y la Sala Constitucional, con participación de otros actores nacionales, como por ejemplo: La Defensoría de los Habitantes, el Ministerio de Salud, la Universidad de Costa Rica, el Colegio de Médicos y el Colegio de Farmacéuticos de Costa Rica; e internacionales: como la Organización Panamericana de la Salud y el Instituto del Banco Mundial. En este proceso el Colegio a  través de esta Comisión, se ha convertido en líder en el diseño de políticas públicas y en la solución de problemas nacionales en materia de Derecho Sanitario. Con su actuación contribuye a resolver problemas que impactan los derechos de personas de carne y hueso. La labor de la Comisión de Derecho a la Salud y del Colegio de Abogados y Abogadas ha sido reconocida en foros internacionales: regionales y globales, lo que significa que con el trabajo desplegado hemos puesto muy en alto al Colegio. El proceso de diálogo, a pesar de su corta edad, ya puede exhibir resultados, cambios importantes en la actitud de ambas instituciones (CCSS y Sala Constitucional), una mayor comprensión del rol de cada una, un cambio en la jurisprudencia constitucional y en las políticas institucionales de la Caja Costarricense de Seguro Social y una mejor formación de los abogados de la CCSS y de los letrados de la Sala Constitucional en relación al Derecho Sanitario. Ya se han realizado dos encuentros nacionales, el primero se realizó los días 6 y 7 de junio del 2012, copatrocinado por el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica y el II Encuentro se realizó los días 20 y 21 de noviembre de 2012 con el copatrocinio del Colegio de Farmacéuticos de Costa Rica. La Memoria corresponde a la documentación de esta última actividad, con la cual se logró avanzar en la comprensión del fenómeno de la judicialización y analizar temas espinosos, de impugnación frecuente en la jurisdicción constitucional. Estos resultados serían imposibles de lograr sin contar con el decidido apoyo de la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. Nuestro profundo agradecimiento y reconocimiento. Esperamos seguir contando con tan importante apoyo para continuar contribuyendo en la definición de políticas públicas en salud y en la solución de problemas que afectan la plena satisfacción de derechos fundamentales por la población. Agrega la Licda. Karen Vargas, que el Banco Mundial está en la preparación de un documento que será traducido en cuatro idiomas, donde la experiencia de Costa Rica, está siendo el modelo que mejor resultados está dando dentro de la iniciativa Regional que incluye siete países. Se documenta de manera precisa que el Colegio de Abogados y Abogadas y la Comisión de Derecho a la Salud, se han convertido en la plataforma técnica, logística y administrativa de los encuentros Nacionales que están haciendo ejemplo a nivel Internacional. 
Las delegaciones del Cuarto Encuentro reunido en Bogotá del 2 al 4 de abril de 2014 estuvieron integradas por jueces, ministros y magistrados de las altas cortes, miembros de ministerios y secretarías estatales de salud, académicos, legisladores, representantes de organizaciones de la sociedad civil y de reconocidas universidades y centros de investigación, miembros de organismos multilaterales y de cooperación internacional, defensores del pueblo y de comisiones de derechos humanos de Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Colombia, México, Perú, Uruguay, Montenegro, Kosovo, Macedonia y Albania. 

El Cuarto Encuentro Latinoamericano, liderado por la Iniciativa SaluDerecho fue convocado, desde Colombia, por el Ministerio de Salud y Protección Social, la Superintendencia Nacional de Salud y la Defensoría del Pueblo, por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Organización Panamericana de la Salud, el Instituto del Banco Mundial, la Agencia de Cooperación Noruega, NORAD y el CMI, Instituto Michelsen de Investigación.
Anota la Licda, Karen. Karen Vargas López, que se eligió a Costa Rica para realizar el IV Congreso Iberoamericano de Derecho Sanitario y el II Seminario Internacional de Derecho Sanitario. Los objetivos del Congresos serán: Impulsar el desarrollo del Derecho Sanitario en Iberoamérica y específicamente en Costa Rica., Facilitar un encuentro entre instituciones nacionales e internacionales que se ocupan de alguna forma de temas relacionados con el Derecho Sanitario, Propiciar el análisis multidisciplinario de los temas relativos a la salud y los servicios de salud (Derecho, Economía, Demografía, Medicina, etc). Brindar un enfoque desde los derechos humanos, Estudiar el impacto de la desigualdad social y el impacto en la satisfacción plena del derecho a la salud y Promover la investigación científica en el campo del Derecho a la salud. El Congreso serán los días 18-19 y 20 de agosto 2014, En razón de esto se presentará un programa con todas las actividades y un presupuesto para aprobación de la Junta Directiva para la realización del mismo. 
Solicita la Licda. Karen Vargas López, se le cambie el nombre a la Comisión de  Derecho a la Salud, por Comisión de  Derecho Sanitario. 

El MSc. Eduardo Calderón Odio, externa una felicitación a la Licda. Karen Vargas López y al Lic. Román Navarro Fallas, por su excelente labor en la Comisión de  Derecho a la Salud y les solicita enviar el presupuesto detallado para el IV Congreso Iberoamericano de Derecho Sanitario y el II Seminario Internacional de Derecho Sanitario en el mes de agosto, para ser discutido y analizado por la Junta Directiva. 
El MSc. Eduardo Rojas Sánchez, se une a la felicitación del señor Presidente y agrega que desde que se inició la Comisión de Derecho a la Salud, años atrás, se ha hecho un gran trabajo posicionándose tanto a nivel Nacional como Internacional. 
SE ACUERDA 2014-22-006 Solicitar al Departamento de Comunicación realizar la divulgación del Informe del ll Encuentro Costarricense sobre Judicialización de la Salud y Sistemas de la Salud, presentado por la Comisión de Derecho Sanitario en lo que respecta al posicionamiento del Colegio de Abogados en materia de Derecho Sanitario. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable Departamento de Comunicación y Mercadeo.  

Al ser las diecinueve horas con cinco minutos se retiran la Licda. Karen Vargas López (Coordinadora) y el Lic. Román Navarro Fallas.

ARTICULO 6) AUDIENCIA AUDITORES EXTERNOS

Al ser las diecinueve horas con ocho minutos ingresa Lic. José Erick Davila Sácida, Contador Público autorizado, Representante de la compañía Castillo-Dávila Asociados, Auditores Externos 
El Lic. José Erick Davila Sácida, expone a los señores (as) Directores(as), los resultados de la Auditoría Externa del periodo 2013, realizada al Colegio de Abogados y Abogadas indicando que la opinión es un dictamen limpio sin salvedades.  

Al ser las veinte horas se retira el Lic. José Erick Davila Sácida
Se da por recibido el informe presentado por el Despacho Castillo-Dávila, Asociados, y discutido el tema se toma el siguiente acuerdo:

SE ACUERDA 2014-22-007 a) Felicitar a la Licda. Mayela Guillén Garro, Directora de Finanzas y Presupuesto, por su gran trabajo de depuración en el Departamento de Contabilidad, por el seguimiento a todas las reuniones del nuevo Software de Contabilidad y la atención de los Auditores Externos. b) Solicitarle a la Licda. Mayela Guillén Garro presentar en el plazo de dos meses, un informe sobre el avance de la implementación de las recomendaciones indicadas en la carta de gerencia. c) Solicitar al Departamento de Tecnologías de Información, publicitar el dictamen de los Auditores Externos, para la Auditoría Externa Financiera 2013.   Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable Dirección de Finanzas y Presupuesto. Plazo dos meses. 
ARTICULO 7) INFORME DE PRESIDENCIA.

7.1 MSc. Eduardo Calderón Odio, informa a los señores Directores (as) que el almuerzo programado para los abogados nombrados en el nuevo gobierno para los cargos de Ministros, Viceministros y los Embajadores de la ONU y la OEA, se llevará a cabo el día 30 de julio a las 12 medio día. 
7.2 El MSc. Eduardo Calderón Odio, informa que en audiencia realizada en días pasados  con la Ministra de Justicia Cristina Ramírez Chavarría, se vieron varios temas de interés para el Colegio. La reunión fue muy positiva, Agrega el MSc. Eduardo Calderón Odio que la Señora Ministra brindó todo el apoyo al Colegio para que el Centro Iberoamericano de Arbitraje tenga sede en Costa Rica. Agrega además que se tocaron temas relacionados con el RAC, la Cooperación entre Colegio y Registro, y la Conferencia FIA 2015 a realizarse en Costa Rica. Uno de los temas que se trató fue el de los Abogados suspendidos y que ingresan a las cárceles para ejecutar actos propios del ejercicio de la profesión. Solicitó la señora Ministra que se le envíe la lista de los Abogados suspendidos por parte de la Fiscalía y así ella la remitirá todos los días, a todas las cárceles del país. 
7.3 El MSc. Eduardo Calderón Odio, indica que el miércoles 11 de junio se realizó una reunión en COMEX, donde el tema principal fue el Tratado TISA, cuyo objetivo de esta negociación es procurar una mayor fluidez y eficiencia del comercio global de servicios y la actualización de los compromisos multilaterales en este sector. El TISA se basará en el Acuerdo General sobre Comercio de Servicios de la OMC (“AGCS”). Actualmente se discute la inclusión de disposiciones específicas para sectores o modos de servicios, según lo propongan los países participantes. Los países involucrados consideran necesario que otros se sumen a esta iniciativa, con el fin de multiplicar los beneficios del acuerdo. El objetivo final es incorporar en un futuro los resultados de estas negociaciones al sistema multilateral de comercio de la OMC. Por esta razón, las disposiciones sustantivas y disciplinas adicionales se tratan de basar en el AGCS para facilitar la multilateralización posterior del TISA.  Participaron de la reunión todos los Colegios Profesionales y el Lic. Mauricio Salas Villalobos, experto en Derecho Internacional.  
7.4 El MSc. Eduardo Calderón Odio, informa que el día de hoy se inauguró el Congreso de Mediación:”Rompiendo Paradigmas de la Mediación,” organizado por la Comisión RAC, en el Auditorio Pablo Casafont Romero y será los días 16-17-18 y 19 de 5 a 8 de la noche.
7.5 El MSc. Eduardo Calderón Odio, indica que considerando que el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica,  coordina la realización de la “51º Conferencia Interamericana de Abogados (FIA)”,  a celebrarse en Costa Rica, del 13 al 16 de mayo del año 2015,  Congreso que tiene como objetivo principal  propiciar la discusión y el análisis de los temas que versarán sobre áreas de actualidad, relevancia e interés, a saber: Derechos Humanos, Derecho Constitucional, Negocios Internacionales, Lucha contra la Legitimación de Capitales y la Corrupción, Independencia Judicial y Arbitraje Internacional entre otros, somete a consideración delegar la representación del Colegio de Abogados y Abogadas  en la  50ª Conferencia de La FIA en San Juan, Puerto Rico, “Dedicada a la memoria  del Ilustre y Distinguido Jurista Dominicano Luis Heredia  Bonetti”  (Q.E.P.D.), a realizarse del 24 al 29 de junio de 2014, en la Dra. Erika Hernández Sandoval. 

Se acuerda 2014-22-008. a) Designar a la Dra. Erika Hernández Sandoval, como representante del Colegio en la 50ª Conferencia de La FIA en San Juan, Puerto Rico, a realizarse del 24 al 29 de junio de 2014, en virtud de la importancia de la presencia de la institución y la preparación en la organización que El Colegio de Abogados y Abogadas tendrá del 13 al 16 de mayo del año 2015, en razón de la celebración de los 75 años de fundada la federación y “51º Conferencia Interamericana de Abogados (FIA),  a celebrarse en Costa Rica. b) Se autoriza cubrir los gastos de inscripción y de traslado de la Dra. Erika Hernández Sandoval. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable. Presidencia,  Dirección de Finanzas y Presupuesto. Dra. Erika Hernández Sandoval
ARTICULO 8) INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS. 

El MSc. Froylán Atilio Alvarado Zelada, procede a rendir su informe porque la Licda Rocío Leiva, se encuentra por un momento fuera de la Sala de Sesiones.
8.1 El MSc. Froylán Alvarado Zelada, informa sobre la actividad dado que de la Carrera Atlética celebrada el 15 de junio del año en curso. En la Carrera Atlética se contó con la participación aproximadamente de 400 personas inscritas, con la colaboración de integrantes de la Comisión de Abogados Jóvenes: John Jorge Tapia Salazar, Pedro Ramírez Sánchez, Rafael Ángel Hernández Vindas, Gabriel Zelada Dalorzo, Rebeca Vargas Chavarría, Jaison Ramírez Espinoza, Adrián Alonso Calvo Castro, Liana Noguera Ruíz, Cinthya Araya Ortega, Michelle Yanes Chacón, con los Boy Scouts y el personal de mantenimiento del Colegio, pero deseo externar un agradecimiento personal a la Licda Rebeca Lizano, por la gran colaboración que brindó en lo que correspondía a la logística de la carrera y organizando cosas que estaban pendientes y que sin su ayuda no se hubiera podido realizar la carrera. También deseo externar mi más profundo agradecimiento al Director Ejecutivo José Luis Meneses Rímola, al señor Andrés Agüero, Organizador de la Carrera, que realizó un trabajo excepcional. En términos generales la carrera fue un éxito, la misma transcurrió sin ningún inconveniente, se tienen muy buenos comentarios en las redes sociales, el Colegio salió muy bien posicionado no hay comentarios negativos, se obtuvieron  30 segundos en Canal 7, 30 segundos en Canal 6 y 30 segundos en Canal 9, después de la carrera vino Canal 9 a realizar un reportaje solo para los niños. Agradecerle a los señores Directores(as), por el apoyo y la confianza brindada, a las Directoras que estuvieron dando las medallas. 

El MSc. Eduardo Calderón Odio, felicita al MSc. Froylán Atilio Alvarado Zelada, por el gran esfuerzo y el éxito alcanzado en la Carrera Atlética. 

SE ACUERDA 2014-22-008(bis) Enviar una nota personalizada de felicitación y agradecimiento por el esfuerzo realizado a todas las personas que ayudaron en la Carrera Atlética efectuada el pasado domingo 15 de junio, de acuerdo al informe presentado por el MSc. Froylán Atilio Alvarado Zelada. Diez votos, ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de Comunicación y Mercadeo.
8.1.2 El MSc. Froylán Atilio Alvarado Zelada, Somete a consideración la aprobación de la compra de dos toldos para el equipo de natación con distintivos del Colegio para ser identificados en diferentes competencias que realizan en representación del Colegio.

SE ACUERDA 2014-22-009 Realizar la compra de dos toldos con distintivos del Colegio para el Equipo de Natación, esto con el fin de que sean utilizados en diferentes actividades donde representan al Colegio. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Proveeduría,  Dirección de Finanzas y Presupuesto.
El MSc. Eduardo Rojas Sánchez, felicita al MSc. Froylán Atilio Alvarado Zelada, porque la carrera fue todo un éxito.
Al ser las veintiuna horas con veintidós minutos se retira la Licda. Ana Gabriela Badilla Zeledón.
El MSc. Eduardo Rojas Sánchez, somete a consideración que en las certificaciones que se emiten por parte del Colegio, sea anotada las siglas de la persona que la confeccione en la parte inferior de la misma. 
SE ACUERDA 2014-22-010 Solicitar a la Encargada de certificaciones anotar las siglas de su nombre en la parte inferior del documento. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable Encargada de Certificaciones. 
El MSc. Eduardo Calderón Odio, somete a consideración el utilizar  la firma digital en las certificaciones a fin de acelerar el tiempo de entrega de las mismas a los interesados.
SE ACUERDA 2014-22-011 Solicitar al Departamento de Informática, realizar el proceso para que las firmas del Secretario y Prosecretario en las certificaciones emitidas por el Colegio de Abogados y Abogadas sean de forma digital, manteniéndose rigurosamente los procedimientos ya establecidos para esta práctica. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable Departamento de Informática.
Al ser las veintiuna horas con treinta y ocho minutos se retira el MSc. Eduardo Rojas Sánchez.
8.2 La Licda. Rocío Leiva Trejos, indica que recibió una nota suscrita por Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, del Poder Judicial, donde solicita se le apruebe la suma de mil dólares adicionales al patrocinio aprobado según acuerdo 214-17-003, para el Congreso “Inclusividad, No Discriminación y Acceso a la Justicia" organizado por el Poder Judicial, los días 7, 8 y 9 de Octubre de 2014. 
SE ACUERDA 2014-22-012 Modificar el acuerdo 2014-17-003, Quedando de la siguiente manera: a) Conforme a la nota 054-OCRI-2014, suscrita por Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, del Poder Judicial, se aprueba la suma de dos mil quinientos dólares, como patrocinio para el Congreso “Inclusividad, No Discriminación y Acceso a la Justicia" organizado por el Poder Judicial, los días 7, 8 y 9 de Octubre de 2014. b) Tal como lo establece el acuerdo de Junta Directiva 2013-11-013 se deberán cumplir los requisitos señalados para los patrocinios que soliciten al Colegio: Colocar banner del Colegio en la actividad, logo del Colegio en las invitaciones y publicaciones, cupos para el Colegio y palabras del Presidente de la Junta Directiva o su designado en la Apertura. Ocho Votos. ACUERDO FIRME. Responsable Dirección de Finanzas y Presupuesto, Secretaria-Comunicar.

8.2.1 La Licda. Rocío Leiva Trejos, indica que el año pasado se firmó un convenio comprar bonos de carbono a Carbon for de Planet S.A., como parte del proceso de certificación Carbono neutral que se encuentra realizando el Colegio.  Dicha compra tiene como fin compensar nuestra huella de carbono y es necesario para poder optar por la certificación.   Sin embargo, luego de la preverificación realizada por INTECO hace unas semanas, se demuestra que la información dada por esta empresa en su oferta era vaga e hizo suponer que sus bonos podían ser utilizados para obtener la certificación que busca el Colegio.  Así, se logra demostrar que la empresa no estaba acreditada para ofrecer los bonos para lo que fue contratada.  Por ello, somete a consideración dejar sin efecto el contrato de Compra-Venta de Acciones Dirigidas para remoción de Gases de Efecto Invernadero y exigirle la devolución de los dineros pagados por el Colegio al día de hoy como contraprestación.  De no acceder a lo pedido, instruir al Departamento Legal para que interponga las denuncias civiles, penales y de cualquier otra naturaleza, que sean procedentes.

SE ACUERDA 2014-22-013 a.-) Rescindir el contrato de “Compra-Venta de Acciones Dirigidas para remoción de Gases de Efecto Invernadero” celebrado el día 19 de diciembre de 2013, entre el Colegio y Carbón for de Planet S.A, en razón de que la empresa en cuestión no se encuentra acreditada para ofrecer los bonos para lo que fue contratada. b.-) Poner en conocimiento de esto a dicha empresa y exigirle la devolución de los dineros pagados por el colegio al día de hoy como contraprestación. c.-) De no acceder a lo solicitado, instruir al Departamento Legal para que interponga las denuncias civiles, penales y de cualquier otra naturaleza, que sean procedentes.” ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Departamento Legal
8.3 El MSc. Antonio Darcia Carranza, informa que en la reunión con la Comisión de Finanzas, se analizaron los Estados Financieros del Colegio, indicando que de enero a abril del 2014, se ve reflejado un superávit de ¢314.000.000.00. Este comportamiento ve la posibilidad de superar el superávit del año pasado. 

8.4 El Lic. John Jorge Tapia Salazar, presenta una nota DSR. 04/06/2014 suscrita por el Lic. Juan Carlos Campos Sanabria donde indica: En relación a las áreas recreativas de la Sede de Guápiles, la Filial y agremiados (as) de la zona han solicitado en forma constante que quieren que las mismas se acondicionen con el fin de que los agremiados puedan disfrutar de esta con sus familias. En dicha Sede Regional se cuenta con un área verde muy agradable, sin embargo, la misma no se puede utilizar ya que constantemente en dicha zona llueve y no existen lugares donde los abogados (as) y sus familias puedan guarecerse en caso de que estén realizando una actividad. Por lo anterior, la solicitud de los agremiados (as) es la construcción de dos ranchitos en dichas zonas verdes y una cancha de futbol 5.  En cuanto a los ranchitos, los mismos fueron cotizados por el consultor Mario Masis y estimó estos en la suma de 3 millones cada uno. En cuanto a la cancha de Futbol 5, dicho consultor me indicó que realizaría una propuesta para la construcción de un área recreativa multi-uso que permita la práctica de varios deportes al mismo tiempo. Así las cosas, recomienda respetuosamente ordenar el inicio del proceso de contratación para la construcción de los dos ranchitos en la Sede de Guápiles y apartar del presupuesto para la construcción de  dicha obra  la suma de seis millones de colones. 

SE ACUERDA 2014-22-014 a) Solicitar al Departamento de Proveeduría iniciar el proceso de contratación para la construcción de los dos ranchitos en la Sede de Guápiles. Conforme a la Contratación Administrativa y su  Reglamento. b) Se autoriza a la Dirección de Finanzas y de Presupuesto a realizar la modificación presupuestaria de seis millones de colones con el fin de dar contenido económico para la construcción de dicha obra. Dichas instalaciones brindarán servicio de atención a las personas agremiadas durante los cursos de Educación Jurídica  Continua y tiempo de esparcimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Proveeduría. Dirección de Finanzas y Presupuesto.
8.4.2 El Lic. John Jorge Tapia Salazar, una nota DSR. 05/06/2014 suscrita por el Lic. Juan Carlos Campos Sanabria donde indica: Con el fin de cumplir con las instrucciones que recibí cuando presenté el “Informe de Sedes Regionales”, en el cual expuse hasta donde cada Sede Regional estaba cumpliendo con los objetivos señalados por la Junta Directiva en relación a cantidad de cursos de actualización jurídica y otras labores propias del cargo de secretaria de Sede Regional. Considero que la situación a partir de dicho informe no ha cambiado en varias Sedes Regionales y por ende es necesario un proceso de restructuración del departamento el cual debe realizarse por etapas con el fin de no causar algún perjuicio al servicio que le brindamos a los agremiados. Así las cosas, como parte de la primera etapa del proceso de restructuración, mi recomendación es proceder con el despido con responsabilidad laboral de las secretarias de las Sedes Regionales de Ciudad Neily y de Grecia.
SE ACUERDA 2014-22-015 Por motivo de reorganización de las Sedes Regionales de Ciudad Neily y Grecia, se despide con responsabilidad patronal a las secretarias Evelyn Madrigal Piedra y Saray Alfaro Varela, Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de Recursos Humanos  
8.4.3 El Lic. John Jorge Tapia Salazar, presenta la nota DSR. 03/06/2014, suscrita por el Lic. Juan Carlos Campos Sanabria, que indica: Por este medio les informo que después de consultar con la Filial de Heredia y analizar las necesidades propias de mi departamento, estimó que para cubrir las mismas sería necesario contar con un edificio de 249, 6 metros cuadrados y un área de parqueos de 250 metros cuadrados. Que por concepto de gastos para construir el Edificio es necesario estimar al menos 66.995.000 colones y para el área de parqueos 12.500.000 colones, además para otros servicios la suma de 1.800.000 colones Considero procedente indicar que la Filial presentó un diseño de su agrado (el cual adjunto al presente informe) pero que solo en construcción del edificio tiene 401 metros cuadrados. Por lo que solicitaron que en caso de no poder hacer dicho diseño por razones de presupuesto, que el mismo se le mostrara al diseñador de la obra para que realizara un diseño similar. Dichos costos fueron estimados según indica el constructor con acabados básicos y si la exigencia sube, el precio también. Así las cosas, someto a consideración que la Junta Directiva apruebe someter al proceso de contratación para la construcción de la Sede Regional de Heredia y apartar del presupuesto la suma de 99.708.316 colones, advirtiendo que en el diseño de la misma se debe reservar en el lote un área para la construcción en el un futuro de un aula para 30 personas, un área para ranchitos y una cancha multiuso
El Lic. John Jorge Tapia Salazar, indica que se dejara también previsto para la construcción de un segundo piso. 

SE ACUERDA 2014-22-016 a) Solicitar al Departamento de Proveeduría iniciar el proceso de contratación para la construcción del edificio y área de parqueos para Sede Regional de Heredia, conforme a la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento. b) Se autoriza a la Dirección Financiera y de Presupuesto a realizar la modificación presupuestaria por la suma de 99.708.316 colones correspondiente con el fin de dar contenido económico a la construcción de dicha obra. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Proveeduría. Dirección de Finanzas y Presupuesto.
8.4.4 Lic. John Jorge Tapia Salazar, externa su felicitación al MSc. Froylán Atilio Alvarado Zelada, por su ardua labor en el proceso y ejecución de la Carrera Atlética, además extiende la felicitación a los Boys Scouts, Oficiales de Tránsito, los Policletos, al personal de mantenimiento del Colegio, Cruz Roja, Personal de Acueductos y Alcantarillado, FECOA y a los compañeros de la Comisión de Abogados Jóvenes. 
8.5.1 La Licda. Vilma Beatriz Mesén Madrigal, Solicita la corrección de los siguientes expedientes vistos en sesiones anteriores y que por error no se corrigieron: 1- que en la Sesión 12, celebrada el 31 de marzo del 2014, en el Expediente 399-12 (3 ) se resuelve el expediente con las partes erróneas. ) Por lo que se solicita, corregir dicho error material de la siguiente forma: El acuerdo es el 2014-12-105, de !a sesión ordinaria número 12, celebrada el 31 de marzo del 2014, en el punto 8.3.9 del acta dice: "Expediente N°: 616-10 (3). Denunciado: Lie. Rodolfo Solís Rodríguez. Denunciante: Mirna González Contreras y otro". Lo correcto y como debe quedar es: "399-12 (3). Denunciada: Licda. Sara Montero Castrillo. Denunciantes: Marco Serrano Guzmán y Flor Loria Fonseca".

SE ACUERDA 2014-22-017 Corregir error material en punto 8.3.9 del acta 12, celebrada el 31 de marzo del 2014, en el Expediente 399-12 (3) que dice: "Expediente N°: 616-10 (3). Denunciado: Lic. Rodolfo Solís Rodríguez. Denunciante: Mirna González Contreras y otro". Siendo Lo correcto "399-12 (3). Denunciada: Licda. Sara Montero Castrillo. Denunciantes: Marco Serrano Guzmán y Flor Loria Fonseca". Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable Fiscalía. 

8.5.2 La Licda. Vilma Beatriz Mesén Madrigal Este asunto se llevó a Junta Directiva para votar el traslado de cargos e inicio del procedimiento, pero en el acta número 12-2014, el número de expediente y las partes son diferentes y no corresponden al informe presentado por Fiscalía. En consecuencia se solicita, corregir dicho error material de la siguiente forma que se detalla: El acuerdo es el 2014-12-094, de la sesión ordinaria 12-2014, celebrada el 31 de marzo del 2014, en el punto 8.2.36 del acta dice: "Expediente N°: 625-13 (6). Denunciado: Lic. Raúl Escalante Soto. Denunciantes: Neidin Patricia Zeledón Solís y otros." Lo correcto y como debe quedar es "Expediente N°: 398-13 (6). Denunciada: Licda. Silvia Chaves Quesada. Denunciante: Suk Him Rojas Cubillo".

SE ACUERDA 2014-22-018 Corregir error material en punto 398-13(6). Del acta 12, celebrada el 31 de marzo del 2014, en el punto 8.2.36 del acta dice: "Expediente N°: 625-13 (6). Denunciado: Lie. Raúl Escalante Soto. Denunciantes: Neidin Patricia Zeledón Solís y otros." Lo correcto y como debe quedar es "Expediente N°: 398-13 (6). Denunciada: Licda. Silvia Chaves Quesada. Denunciante: Suk Him Rojas Cubillo". Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable Fiscalía. 

8.5.3 La Licda. Vilma Beatriz Mesén Madrigal, informa que recibió una nota de la suscrita MSc. Isabel Cristina Villalobos Maroto, quien anota: Es un gusto recibir la designación de representar al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, por parte de la Comisión de Análisis de Asuntos Inmobiliarios; al Simposio de Catastro del 22 al 28 de junio a realizarse en República Dominicana. Para asistir a este evento, requiero que se cubran los gastos de tiquetes aéreos que son 663.000 colones costarricense (1.185 dólares americanos), más los impuestos de salida de Costa Rica por 29 dólares americanos. Por este motivo hago solicitud ante ustedes con el fin de que se colabore en el costo de los tiquetes y los impuestos de salida.  
SE ACUERDA 2014-22-019 Informar a la MSc. Isabel Cristina Villalobos Maroto, que analizada las fechas tan próximas del evento, el contenido y en virtud de la premura en la presentación de dicha solicitud, se deniega conceder la beca solicitada. Ocho votos ACUERDO FIRME, Responsable Secretaria Comunicar. 
El MSc. Eduardo Calderón Odio, consulta si ya hay respuesta de los informes solicitados a la Comisión de  Notariado con relación al Proyecto de  Creación del Colegio Notarial. 
SE ACUERDA 2014-22-020 Solicitar a la Comisión de Notariado enviar a la Junta Directiva el  informe ofrecido, sobre el  Proyecto  de Creación del Colegio Notarial. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Comisión de Notariado.  
ARTICULO 9)  INFORME DE DIRECCIÓN EJECUTIVA.

9.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola,  indica que con relación a las quejas presentadas por los agremiados (as), con respecto al difícil acceso vía telefónica, sugiere la creación de una plaza de Recepcionista con experiencia para la atención de la central telefónica, y la recepcionista actual se dedique a la evacuación de consultas planteadas por las personas agremiadas y la sociedad civil. Lo anterior con el fin de mejorar el servicio de esta área. 
SE ACUERDA 2014-22-021 Autorizar la creación de una plaza de recepcionista con experiencia en centrales telefónicas, con el fin de mejorar el servicio de atención al usuario. Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable Recursos Humanos. 
9.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, indica que ya se tienen los procesos para crear el plan maestro para la construcción de los parqueos.
La Licda. Rocío Leiva Trejos, indica que lo que se busca es agilizar los proyectos propuestos realizando el plan maestro y agilizando la remodelación de la zona de parqueos en una forma independiente.
SE ACUERDA 2014-22-022 Que el Departamento de Proveeduría realice el concurso para contratar, dentro de los lineamientos establecidos por la Ley de Contratación Administrativo y su Reglamento, el diseño y ejecución de obra para la readecuación vial, remodelación y ampliación en, al menos, ochenta espacios adicionales, del parqueo existente en la Sede Central. Asignar de la Partida de Construcciones ¢50, 000,000.00. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto. Departamento de Proveeduría."
9.3  El Lic. José Luis Meneses Rímola, presenta la nota DFyP  041-2014, de la Dirección de Finanzas y Presupuesto, mediante la cual somete a consideración la inversión de ¢200.000.000.00 (doscientos millones de colones), del Fondo Común, en un certificado de depósito a plazo, desmaterializado, en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, plazo a 180 días, con una tasa neta 6.95%, intereses pagaderos mensualmente.

SE ACUERDA 2014-22-023 Con base en la nota DFyP  041-2014, de la Dirección de Finanzas y Presupuesto, se autoriza la inversión de ¢200.000.000.00 (doscientos millones de colones), del Fondo Común, en un certificado de depósito a plazo, desmaterializado, en el Banco Popular Y de Desarrollo Comunal, plazo a 180 días, con una tasa neta 6.95%, intereses pagaderos mensualmente. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto.  

9.4 El Lic. José Luis Meneses Rímola, presenta la nota DFyP  039-2014, de la Dirección de Finanzas y Presupuesto, mediante la cual somete a consideración la inversión de ¢900.000.000.00 (novecientos  millones de colones), del Fondo de Mutualidad,  en un certificado de depósito a plazo,  desmaterializado, en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, plazo a 180 días, con una tasa neta 6.95%, intereses pagaderos mensualmente.

SE ACUERDA 2014-22-024 Con base en la nota DFyP  039-2014, de la Dirección de Finanzas y Presupuesto, se autoriza la inversión de ¢900.000.000.00 (novecientos  millones de colones), del Fondo de Mutualidad,  en un certificado de depósito a plazo,  desmaterializado, en el Banco Popular y de desarrollo comunal, plazo a 180 días, con una tasa neta 6.95%, intereses pagaderos mensualmente. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto.  

9.5 El Lic. José Luis Meneses Rímola, indica que ya solicitó el presupuesto para la reparación  la fosa Don Alberto Brenes Córdoba, del Cementerio General, lo presentará a la Junta Directiva en el momento que lo tenga, para su análisis y aprobación. 
ARTICULO 10)  INFORME DE LA COMISIÓN COMPETENCIA LEAL Y ARANCELES
10.1 Consulta planteada por el señor Armando Araya Meneses contra Lic. Adrián Núñez Tamez. Expediente: 007-2013. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: Conoce esta Comisión de la consulta formulada por el señor Armando Araya Meneses en virtud de la resolución del Juzgado Civil de Cartago de las 16:37 hrs del 19 de noviembre del 2012 expediente 86-000993-0336-CI-1, en donde remite al Colegio de Abogados para que sea esta entidad la que fije los honorarios que corresponde pagar cuando es el cliente quien unilateralmente requiere sea fijados. Considerando:  I Debemos aclarar que al tratarse de un proceso iniciado en el año 1986, correspondería ser resuelto con el arancel vigente a esa fecha, sea el indicado en el Decreto 17016-J y no el 20307-J que cita la resolución del Juzgado. II Revisado el expediente presentado a este Colegio, no hay base suficiente para que esta Comisión pueda fijar los honorarios por la labor desplegada por el profesional al no constar el valor del bien que aquí se discute, base indispensable para lograr la fijación. III CONTRATO DE CUOTA LITIS. A -En lo que respecta al contrato de cuota litis que aporta el abogado del consultante, el mismo se encuentra desvirtuado en su totalidad ya que el profesional debió aportar los gastos del proceso y en este caso se observa que fue el cliente quien los pagó. B- Además, al haber realizado el consultante adelanto a honorarios del profesional, nuevamente desvirtúa la figura del contrato de cuota litis que debe haber quedado sujeto a las resultas del proceso y no a adelantos de los mismos. C -Finalmente, también se desvirtuó el contrato de cuota litis al indicar que los honorarios serían un 40% de lo que se adjudique a su cliente, más gastos ( que pagó el cliente), más los honorarios que fije el juzgado, todo lo cual excedería por mucho el máximo permitido del 50% Por tanto: Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los datos existentes en el expediente, no son suficientes para que se pueda fijar los honorarios que corresponden al abogado de la parte consultante. Además, los mismos deben fijarse con base en el Decreto 17016-J que era el vigente en 1986 y no en el contrato de cuota litis que se desvirtuó en su totalidad por las razones antes indicadas.
SE ACUERDA 2014-22-025 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta planteada por el señor Armando Araya Meneses contra Lic. Adrián Núñez Tamez. Expediente: 007-2013. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: Conoce esta Comisión de la consulta formulada por el señor Armando Araya Meneses en virtud de la resolución del Juzgado Civil de Cartago de las 16:37 hrs del 19 de noviembre del 2012 expediente 86-000993-0336-CI-1, en donde remite al Colegio de Abogados para que sea esta entidad la que fije los honorarios que corresponde pagar cuando es el cliente quien unilateralmente requiere sea fijados. Considerando: I Debemos aclarar que al tratarse de un proceso iniciado en el año 1986, correspondería ser resuelto con el arancel vigente a esa fecha, sea el indicado en el Decreto 17016-J y no el 20307-J que cita la resolución del Juzgado. II Revisado el expediente presentado a este Colegio, no hay base suficiente para que esta Comisión pueda fijar los honorarios por la labor desplegada por el profesional al no constar el valor del bien que aquí se discute, base indispensable para lograr la fijación. III CONTRATO DE CUOTA LITIS. A -En lo que respecta al contrato de cuota litis que aporta el abogado del consultante, el mismo se encuentra desvirtuado en su totalidad ya que el profesional debió aportar los gastos del proceso y en este caso se observa que fue el cliente quien los pagó. B- Además, al haber realizado el consultante adelanto a honorarios del profesional, nuevamente desvirtúa la figura del contrato de cuota litis que debe haber quedado sujeto a las resultas del proceso y no a adelantos de los mismos. C -Finalmente, también se desvirtuó el contrato de cuota litis al indicar que los honorarios serían un 40% de lo que se adjudique a su cliente, más gastos ( que pagó el cliente), más los honorarios que fije el juzgado, todo lo cual excedería por mucho el máximo permitido del 50% Por tanto: Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los datos existentes en el expediente, no son suficientes para que se pueda fijar los honorarios que corresponden al abogado de la parte consultante. Además, los mismos deben fijarse con base en el Decreto 17016-J que era el vigente en 1986 y no en el contrato de cuota litis que se desvirtuó en su totalidad por las razones antes indicadas. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 

10.2 Consulta planteada por los Licenciados Jonathan Jara Castro y Licda. Laura Baltodano Acuña contra el Lic. Jose Joaquín Soto Chavarría. Expediente: 059-2013. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: I-Conoce esta Comisión de la consulta formulada por los Licenciados Jonathan Jara Castro y Licda. Laura Baltodano Acuña en relación al posible conflicto con el Lic. José Joaquín Soto Chavarría, por los honorarios que se le adeudan a éste último en el trámite del expediente 97-001320-0166-LA en el cual firmó un contrato de Cuota Litis con sus clientes Srs. Vargas Cordero y Álvarez Rugama. II-Manifiestan los consultantes que la sentencia de Casación dictada en el proceso,  condena en abstracto y por ende si ellos establecen el proceso de ejecución de cobro, verían comprometidos sus honorarios ya que en su criterio no pueden suscribir otro contrato de Cuota Litis por el nuevo proceso de  ejecución de sentencia, resultando en su opinión injusto para los actores el tener que pagar los honorarios del proceso inicial así como el posterior de ejecución de sentencia.  Considerando: I-Que se le dio la audiencia debida al Lic. Soto Chavarría sobre las manifestaciones de los consultantes. II-Que el Lic. Soto Chavarría hace dos propuestas de cómo se pueden cancelar sus honorarios del proceso que el llevo, propuesta válidas para el caso. III-Que el proceso de ejecución de sentencia, es diferente al proceso iniciado por el Lic. Soto Chavarría y que genera sus propios honorarios según lo indica el decreto vigente. Por tanto: Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los consultantes, pueden llevar a cabo el proceso de ejecución de sentencia y cobrar sus honorarios. Que los honorarios del Lic. Soto, son en debérsele y por ende deberán ser cancelados en la forma en que lo acuerden las partes de aceptar una de sus propuestas o bien se le paguen una vez recuperada la suma debida. No existe conflicto de intereses por tratarse de procesos diversos.
SE ACUERDA 2014-22-026 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta planteada por los Licenciados Jonathan Jara Castro y Licda. Laura Baltodano Acuña contra el Lic. José Joaquín Soto Chavarría. Expediente: 059-2013. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: I-Conoce esta Comisión de la consulta formulada por los Licenciados Jonathan Jara Castro y Licda. Laura Baltodano Acuña en relación al posible conflicto con el Lic. José Joaquín Soto Chavarría, por los honorarios que se le adeudan a éste último en el trámite del expediente 97-001320-0166-LA en el cual firmó un contrato de Cuota Litis con sus clientes Srs. Vargas Cordero y Álvarez Rugama. II-Manifiestan los consultantes que la sentencia de Casación dictada en el proceso,  condena en abstracto y por ende si ellos establecen el proceso de ejecución de cobro, verían comprometidos sus honorarios ya que en su criterio no pueden suscribir otro contrato de Cuota Litis por el nuevo proceso de  ejecución de sentencia, resultando en su opinión injusto para los actores el tener que pagar los honorarios del proceso inicial así como el posterior de ejecución de sentencia.  Considerando: I-Que se le dio la audiencia debida al Lic. Soto Chavarría sobre las manifestaciones de los consultantes. II-Que el Lic. Soto Chavarría hace dos propuestas de cómo se pueden cancelar sus honorarios del proceso que el llevo, propuesta válidas para el caso. III-Que el proceso de ejecución de sentencia, es diferente al proceso iniciado por el Lic. Soto Chavarría y que genera sus propios honorarios según lo indica el decreto vigente. Por tanto: Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los consultantes, pueden llevar a cabo el proceso de ejecución de sentencia y cobrar sus honorarios. Que los honorarios del Lic. Soto, son en debérsele y por ende deberán ser cancelados en la forma en que lo acuerden las partes de aceptar una de sus propuestas o bien se le paguen una vez recuperada la suma debida. No existe conflicto de intereses por tratarse de procesos diversos. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Comisión Competencia Leal y Aranceles. 

10.3.- Consulta planteada por señora Carol McGreevy contra el Lic. Andrés Mercado. Expediente: 039-2011. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: I. Conoce esta Comisión de la consulta formulada por la señora Carol McGreevy en relación al cobro de honorarios efectuado por el Lic. Andrés Mercado del Bufete Oller Abogados para la firma de una opción de compra y posteriormente la escritura de venta del terreno matrícula 18882-000 del Partido de Puntarenas. II. El Lic. Mercado, contesta la audiencia otorgada el 5 de mayo del 2011 indicando que el cobro lo hace el Bufete para el que él labora y ofrece como prueba una oferta de servicios profesionales que no viene firmada por la consultante. Igualmente hace notar que fueron varios los trabajos de abogacía y notariado que se realizaron a la consultante y en lo que respecta al cierre de la compra de la propiedad, el consultado remite al artículo 3 del decreto de aranceles 32493. Considerando:  I. Que las consultas planteadas se refieren exclusivamente a la parte notarial llevada a cabo y no a las labores de abogacía, por lo que la presente resolución se limita a ello.  II. Que revisada la prueba aportada por el notario Mercado, se observa que las tarifas fijadas en la propuesta que le hicieran llegar a la consultante, se encuentran muy por arriba de lo permitido en el Arancel 32493 que se debe aplicar. III. De la misma forma, el Arancel 32493 establece el cobro por horas por acuerdo de parte y con la tarifa que ahí se señala para labores de abogacía (Capitulo VII. Por Labores Diversas, art. 53), no de notariado que tiene sus tarifas señaladas explícitamente en el título III De los Honorarios de Notario. IV. De los documentos aportados por las partes se desprende que quien preparó los documentos fue el Lic. Ignacio Gallegos Gurdián, notario del comprador y que la labor del Lic. Mercado fue su revisión y observaciones. Igualmente consta que el pago de los honorarios de notario se haría 50% cada una de las partes. V. Manifiesta el Lic. Mercado que  ¨Preocupa eso sí, que no parece estarle danto esta Comisión la importancia suficiente al hecho de que existió un acuerdo entre la señor McGreevy y el bufete Oller Abogados (no con el suscrito) para un cobro fijo de honorarios, sin límite de horas, por la relación de un trabajo que efectivamente se realizó.  VI. De la misma forma manifiesta el Lic. Mercado ¨Se debe hacer la salvedad de que por tratarse de un monto fijo a cobrar por todo el proceso, desde la negociación de la propiedad hasta la efectiva firma de  la escritura de una propiedad ubicada en Miramar, no se llevó un control de horas pues estas resultaban ajenas al monto pactado. VII. Se aclara que la labor notarial la debe realizar el profesional, con diligencia y comprende además, la asesoría del caso y la expedición del correspondiente testimonio, certificación o reproducción que deben extenderse así como los trámites de inscripción en el Registro Público. No es el bufete el que es Notario, es la persona física profesional autorizado para el ejercicio del Notariado, el responsable del cobro y del trámite correspondiente. VII. Así las cosas, el artículo 71 indica que el cobro será de la mitad de la tarifa general cuando se trate de l) Opción de compra venta y promesa de recíproca de venta. De la misma forma, el artículo 70 es claro en indicar que el profesional devengará honorarios ¨de acuerdo a su cuantía, valor real o estimación total¨ con el mínimo indicado en el artículo anterior, según la tarifa que se indica a continuación. (lo resaltado es por el suscrito).  Por tanto: Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los honorarios de Notario tienen una tarifa fija cuando la labor se encuentra detallada en el Arancel citado y no por horas como indica el Lic. Mercado. Siendo que la venta de la propiedad se valoró en la suma de $130,000 y que el tipo de cambio vigente al 14 de abril del 2011, fecha de la transacción según consta en la escritura era de (494 compra 505 para la venta) lo que equivale a 65,650,000 colones y aplicando el arancel vigente a esa fecha se desglosan los honorarios de la siguiente manera:Opción de compra 50% de la tarifa: 405, 736,50, ($803,44), Venta y traspaso
811, 473,00, ($1,606,88),Total 1, 217,209,50, ($2,410,32), Como el acuerdo entre partes fue que los honorarios los pagarían 50% cada uno, corresponde al Lic. Mercado, la suma por honorarios de 608, 604,75 equivalente en dólares a $1, 205,16.

SE ACUERDA 2014-22-027 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta planteada por señora Carol McGreevy contra el Lic. Andrés Mercado. Expediente: 039-2011. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: I. Conoce esta Comisión de la consulta formulada por la señora Carol McGreevy en relación al cobro de honorarios efectuado por el Lic. Andrés Mercado del Bufete Oller Abogados para la firma de una opción de compra y posteriormente la escritura de venta del terreno matrícula 18882-000 del Partido de Puntarenas. II. El Lic. Mercado, contesta la audiencia otorgada el 5 de mayo del 2011 indicando que el cobro lo hace el Bufete para el que él labora y ofrece como prueba una oferta de servicios profesionales que no viene firmada por la consultante. Igualmente hace notar que fueron varios los trabajos de abogacía y notariado que se realizaron a la consultante y en lo que respecta al cierre de la compra de la propiedad, el consultado remite al artículo 3 del decreto de aranceles 32493. Considerando:  I. Que las consultas planteadas se refieren exclusivamente a la parte notarial llevada a cabo y no a las labores de abogacía, por lo que la presente resolución se limita a ello.  II. Que revisada la prueba aportada por el notario Mercado, se observa que las tarifas fijadas en la propuesta que le hicieran llegar a la consultante, se encuentran muy por arriba de lo permitido en el Arancel 32493 que se debe aplicar. III. De la misma forma, el Arancel 32493 establece el cobro por horas por acuerdo de parte y con la tarifa que ahí se señala para labores de abogacía (Capitulo VII. Por Labores Diversas, art. 53), no de notariado que tiene sus tarifas señaladas explícitamente en el título III De los Honorarios de Notario. IV. De los documentos aportados por las partes se desprende que quien preparó los documentos fue el Lic. Ignacio Gallegos Gurdián, notario del comprador y que la labor del Lic. Mercado fue su revisión y observaciones. Igualmente consta que el pago de los honorarios de notario se haría 50% cada una de las partes. V. Manifiesta el Lic. Mercado que  ¨Preocupa eso sí, que no parece estarle danto esta Comisión la importancia suficiente al hecho de que existió un acuerdo entre la señor McGreevy y el bufete Oller Abogados (no con el suscrito) para un cobro fijo de honorarios, sin límite de horas, por la relación de un trabajo que efectivamente se realizó.  VI. De la misma forma manifiesta el Lic. Mercado ¨Se debe hacer la salvedad de que por tratarse de un monto fijo a cobrar por todo el proceso, desde la negociación de la propiedad hasta la efectiva firma de  la escritura de una propiedad ubicada en Miramar, no se llevó un control de horas pues estas resultaban ajenas al monto pactado. VII. Se aclara que la labor notarial la debe realizar el profesional, con diligencia y comprende además, la asesoría del caso y la expedición del correspondiente testimonio, certificación o reproducción que deben extenderse así como los trámites de inscripción en el Registro Público. No es el bufete el que es Notario, es la persona física profesional autorizado para el ejercicio del Notariado, el responsable del cobro y del trámite correspondiente. VII. Así las cosas, el artículo 71 indica que el cobro será de la mitad de la tarifa general cuando se trate de l) Opción de compra venta y promesa de recíproca de venta. De la misma forma, el artículo 70 es claro en indicar que el profesional devengará honorarios ¨de acuerdo a su cuantía, valor real o estimación total¨ con el mínimo indicado en el artículo anterior, según la tarifa que se indica a continuación. (lo resaltado es por el suscrito).  Por tanto: Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los honorarios de Notario tienen una tarifa fija cuando la labor se encuentra detallada en el Arancel citado y no por horas como indica el Lic. Mercado. Siendo que la venta de la propiedad se valoró en la suma de $130,000 y que el tipo de cambio vigente al 14 de abril del 2011, fecha de la transacción según consta en la escritura era de (494 compra 505 para la venta) lo que equivale a 65,650,000 colones y aplicando el arancel vigente a esa fecha se desglosan los honorarios de la siguiente manera:Opción de compra 50% de la tarifa: 405, 736,50, ($803,44), Venta y traspaso
811, 473,00, ($1,606,88),Total 1, 217,209,50, ($2,410,32), Como el acuerdo entre partes fue que los honorarios los pagarían 50% cada uno, corresponde al Lic. Mercado, la suma por honorarios de 608, 604,75 equivalente en dólares a $1, 205,16. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable. Comisión Competencia Leal y Aranceles.
10.4 En relación al expediente 092-12 de Miguel Muñoz Nanne contra el Lic. Guillermo Barrantes Rivera, en sesión 19-13 del 20 de noviembre de 2013, la Comisión de Aranceles emitió su criterio, en el cual hubo un voto de mayoría y un voto salvado, le corresponderá a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas ajustarse al voto que según su criterio sea el más conveniente, o en base a su propio criterio fundamentar una nueva resolución. El voto firme y que en su momento se decidió es el siguiente: “Consulta planteada por el licenciado Guillermo Barrantes Rivera contra el licenciado Miguel Muñoz Nanne.  Expediente: 092-12. RESULTANDO:
I.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, solicita a esta Comisión la fijación de sus honorarios profesionales a cargo de su cliente el señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne, por su labor desplegada en los procesos números 11 – 000544 – 0994 – PE, 11 – 003168 – 0175 – PE, 12 – 000392 – 0627 – NO y 11 – 000924 – 0627 – NO, tanto por su estudio, preparación, apersonamiento y gestiones dentro de dichos expedientes, así como por la determinación y estudio de procedencia para confeccionar una querella por el delito de Injurias y Difamación. II.- Que el señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne, de interés para este asunto, reconoce que efectivamente contrató al Licenciado Barrantes Rivera para la elaboración de una querella y para que ejerciera la defensa de sus intereses en las causas penales y notariales citadas, cancelándole la suma de cinco mil dólares por todas esas labores. Suma que alega correspondería a la totalidad de las causas en su tramitación completa. CONSIDERANDO: I.- Que en lo que en lo que interesa a este asunto se deben tener por demostrados los siguientes hechos: A.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, autenticó la firma y figura como abogado, del señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne dentro de los procesos disciplinarios 12 – 000392 – 0627 – NO y 11 – 000924 – 0627 – NO, que se tramitan en el Juzgado Notarial (véase los folios 10, 16, 29, y del 30 al 37 de este expediente) B.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, ejerció el patrocinio legal del señor Muñoz Nanne, dentro de las causas penales 11 – 003168 – 0175 – PE y 11 – 000544 – 0994 – PE (véase los folios 46 al 51 y del folio 55 al 60, ibídem). B.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, emitió y suscribió un recibo por el monto de cinco mil dólares pagados por el señor Miguel Muñoz Nanne a favor del primero, el cual no indica que exista ningún saldo por pagar (véase el folio 80). II.- Que el solicitante Barrantes Rivera no ha demostrado lo siguiente: A.- Que al extender el recibo por honorarios por el monto de cinco mil dólares hubiere quedado a su favor algún saldo en descubierto para atender las labores encomendadas. B.- Que existiera un convenio  de honorarios entre él y su cliente, que permita establecer no solo un monto superior al del recibo referido, sino también su forma y tiempo de pago, así como que la labor de estudio, asesoría extra judicial, consultas, y reuniones deban ser cubiertas fuera de los honorarios propios de los procesos judiciales para los que fue contratado. C.- Tampoco demuestra el Licenciado Barrantes que en los procesos penales hayan avanzado a su etapa intermedia ni -mucho más allá- a la fase de juicio oral. D.- Que hubiere realizado algún estudio para determinar la procedencia de alguna querella por los delitos de Injurias y Difamación. III.-  Que de acuerdo con los hechos demostrados y no demostrados, debe presumirse, en primer lugar, que el pago consignado en el recibido emitido sin reserva de saldo por el propio colega, cubría la totalidad del trabajo profesional por realizar. Por otro lado, a falta de contrato especial sobre honorarios, debe presumirse que solo procede a su favor el pago de honorarios de acuerdo con el Arancel por las labores efectivamente realizadas. IV.- Que siendo así, al licenciado Barrantes corresponden los siguientes montos: Por los procesos judiciales penales en que ha demostrado haber ejercido su patrocinio legal, entendiéndose por éste la actividad ante el órgano jurisdiccional propiamente dicha, así como las labores realizadas para su preparación, reuniones, llamadas, consultas y estudios, de conformidad con el numeral 39 del Arancel, al tratarse de procesos cuya competencia es de un tribunal colegiado que no han avanzado a la fase intermedia, el monto de doscientos mil colones exactos por la causa penal número 11 – 003168 – 0175 – PE y el monto de  doscientos mil colones exactos por la causa penal número 11 – 000544 – 0994 – PE.  En cuanto a los procesos notariales, de conformidad con el artículo 27 del citado Arancel, procede el pago del cien por ciento de los honorarios desde un inicio, por lo que tratándose de procesos no regulados expresamente por el Arancel, de cuantía indeterminada, se fijan como honorarios el monto de doscientos mil colones exactos por ambos procesos notariales, correspondiéndole cien mil colones exactos por el proceso número 12 – 000392 – 0627 – NO, y cien mil colones exactos por el proceso número 11 – 000924 – 0627 – NO. En consecuencia conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en un total de seiscientos mil colones exactos, monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos, al no existir convenio de partes que diga lo contrario. POR TANTO:  Conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en la suma total de seiscientos mil colones exactos por los cuatro procesos judiciales ya citados, monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos. Voto Salvado. Los suscritos, Lic. Juan León Blanco, Maf. Jorge Tapia Molina, MS.c Mario Alberto Córdoba Zárate, miembros de la Comisión de Aranceles del Colegio de Abogados, salvamos nuestro voto en contra del voto de mayoría de conformidad con el siguiente razonamiento. Considerando: I iA pesar de que compartimos la argumentación esbozada por la mayoría de los miembros de ésta Cámara, consideramos que en el caso concreto, y tomando en cuenta que la eventual separación del Lic. Barrantes Rivera, obedece a una decisión unilateral del cliente y colega Lic. Muñoz Nanne, los honorarios a que tiene derecho el Lic. Barrantes Rivera es a la suma ya cancelada de $ 5.000 (cinco mil dólares moneda de curso legal de los Estados Unidos de América). II-Desde nuestro punto de vista, es obvio pensar que en la mayoría de los procesos, pero principalmente en los procesos penales, resulta de gran importancia la estrategia y consejos legales que se brinden al inicio del proceso penal, por consiguiente resulta desproporcionado que a un Abogado que ha sido contratado por un servicio total y completo, que se ha pagado en su totalidad por acuerdo de partes, se vea en la obligación de devolver honorarios, en el supuesto de que el cliente por la razón que fuera, incluso arbitraria, decida separarlo de la dirección jurídica de los casos. III. Se debe tomar en cuenta, que en múltiples ocasiones y cuando el cliente cancela por adelantado las labores profesionales, es normal que el Agremiado considere una disminución en la negociación de sus honorarios, pues se parte de un pago a priori, disminución que es legal, en el tanto se respete en todo las tarifas arancelarias, como en el caso que nos ocupa. II De ahí que consideramos, que en el caso bajo examen, al pretender separar al Lic. Barrantes Rivera de la dirección de los procesos en cuestión, no está dicho colega en la obligación de devolver suma alguna, toda vez que dicha separación obedece a decisión exclusiva y unilateral del cliente. III. Diferente sería en el supuesto, en que el Abogado renuncié a los casos o sea separado por demostrarse negligencia en el mismo o bien hubiese realizado abandono de los procesos; en éstos supuestos sí tendría obligación el abogado de devolver los dineros cancelados por adelantado y que no fueron realizados por causas atribuibles directamente al abogado; pero no podríamos de ninguna manera aceptar válidamente, la rescisión contractual por servicios profesionales y que además se le imponga al abogado la obligación de devolver los dineros válidamente cancelados por su trabajo. Por tanto: En consecuencia conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en la suma ya cancelada de $ 5.000 (cinco mil dólares, moneda de curso legal de los Estados Unidos de América), monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos, al no existir convenio de partes en contrario.”

SE ACUERDA 2014-22-028 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, en relación al expediente 092-12 de Miguel Muñoz Nanne contra el Lic. Guillermo Barrantes Rivera, en sesión 19-13 del 20 de noviembre de 2013, la Comisión de Aranceles emitió su criterio, en el cual hubo un voto de mayoría y un voto salvado, le corresponderá a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas ajustarse al voto que según su criterio sea el más conveniente, o en base a su propio criterio fundamentar una nueva resolución. El voto firme y que en su momento se decidió es el siguiente: “Consulta planteada por el licenciado Guillermo Barrantes Rivera contra el licenciado Miguel Muñoz Nanne.  Expediente: 092-12. RESULTANDO: I.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, solicita a esta Comisión la fijación de sus honorarios profesionales a cargo de su cliente el señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne, por su labor desplegada en los procesos números 11 – 000544 – 0994 – PE, 11 – 003168 – 0175 – PE, 12 – 000392 – 0627 – NO y 11 – 000924 – 0627 – NO, tanto por su estudio, preparación, apersonamiento y gestiones dentro de dichos expedientes, así como por la determinación y estudio de procedencia para confeccionar una querella por el delito de Injurias y Difamación. II.- Que el señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne, de interés para este asunto, reconoce que efectivamente contrató al Licenciado Barrantes Rivera para la elaboración de una querella y para que ejerciera la defensa de sus intereses en las causas penales y notariales citadas, cancelándole la suma de cinco mil dólares por todas esas labores. Suma que alega correspondería a la totalidad de las causas en su tramitación completa. CONSIDERANDO: I.- Que en lo que en lo que interesa a este asunto se deben tener por demostrados los siguientes hechos: A.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, autenticó la firma y figura como abogado, del señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne dentro de los procesos disciplinarios 12 – 000392 – 0627 – NO y 11 – 000924 – 0627 – NO, que se tramitan en el Juzgado Notarial (véase los folios 10, 16, 29, y del 30 al 37 de este expediente) B.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, ejerció el patrocinio legal del señor Muñoz Nanne, dentro de las causas penales 11 – 003168 – 0175 – PE y 11 – 000544 – 0994 – PE (véase los folios 46 al 51 y del folio 55 al 60, ibídem). B.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, emitió y suscribió un recibo por el monto de cinco mil dólares pagados por el señor Miguel Muñoz Nanne a favor del primero, el cual no indica que exista ningún saldo por pagar (véase el folio 80). II.- Que el solicitante Barrantes Rivera no ha demostrado lo siguiente: A.- Que al extender el recibo por honorarios por el monto de cinco mil dólares hubiere quedado a su favor algún saldo en descubierto para atender las labores encomendadas. B.- Que existiera un convenio  de honorarios entre él y su cliente, que permita establecer no solo un monto superior al del recibo referido, sino también su forma y tiempo de pago, así como que la labor de estudio, asesoría extra judicial, consultas, y reuniones deban ser cubiertas fuera de los honorarios propios de los procesos judiciales para los que fue contratado. C.- Tampoco demuestra el Licenciado Barrantes que en los procesos penales hayan avanzado a su etapa intermedia ni -mucho más allá- a la fase de juicio oral. D.- Que hubiere realizado algún estudio para determinar la procedencia de alguna querella por los delitos de Injurias y Difamación. III.-  Que de acuerdo con los hechos demostrados y no demostrados, debe presumirse, en primer lugar, que el pago consignado en el recibido emitido sin reserva de saldo por el propio colega, cubría la totalidad del trabajo profesional por realizar. Por otro lado, a falta de contrato especial sobre honorarios, debe presumirse que solo procede a su favor el pago de honorarios de acuerdo con el Arancel por las labores efectivamente realizadas. IV.- Que siendo así, al licenciado Barrantes corresponden los siguientes montos: Por los procesos judiciales penales en que ha demostrado haber ejercido su patrocinio legal, entendiéndose por éste la actividad ante el órgano jurisdiccional propiamente dicha, así como las labores realizadas para su preparación, reuniones, llamadas, consultas y estudios, de conformidad con el numeral 39 del Arancel, al tratarse de procesos cuya competencia es de un tribunal colegiado que no han avanzado a la fase intermedia, el monto de doscientos mil colones exactos por la causa penal número 11 – 003168 – 0175 – PE y el monto de  doscientos mil colones exactos por la causa penal número 11 – 000544 – 0994 – PE.  En cuanto a los procesos notariales, de conformidad con el artículo 27 del citado Arancel, procede el pago del cien por ciento de los honorarios desde un inicio, por lo que tratándose de procesos no regulados expresamente por el Arancel, de cuantía indeterminada, se fijan como honorarios el monto de doscientos mil colones exactos por ambos procesos notariales, correspondiéndole cien mil colones exactos por el proceso número 12 – 000392 – 0627 – NO, y cien mil colones exactos por el proceso número 11 – 000924 – 0627 – NO. En consecuencia conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en un total de seiscientos mil colones exactos, monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos, al no existir convenio de partes que diga lo contrario. POR TANTO:  Conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en la suma total de seiscientos mil colones exactos por los cuatro procesos judiciales ya citados, monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos. Voto Salvado. Los suscritos, Lic. Juan León Blanco, Maf. Jorge Tapia Molina, MS.c Mario Alberto Córdoba Zárate, miembros de la Comisión de Aranceles del Colegio de Abogados, salvamos nuestro voto en contra del voto de mayoría de conformidad con el siguiente razonamiento. Considerando: I iA pesar de que compartimos la argumentación esbozada por la mayoría de los miembros de ésta Cámara, consideramos que en el caso concreto, y tomando en cuenta que la eventual separación del Lic. Barrantes Rivera, obedece a una decisión unilateral del cliente y colega Lic. Muñoz Nanne, los honorarios a que tiene derecho el Lic. Barrantes Rivera es a la suma ya cancelada de $ 5.000 (cinco mil dólares moneda de curso legal de los Estados Unidos de América). II-Desde nuestro punto de vista, es obvio pensar que en la mayoría de los procesos, pero principalmente en los procesos penales, resulta de gran importancia la estrategia y consejos legales que se brinden al inicio del proceso penal, por consiguiente resulta desproporcionado que a un Abogado que ha sido contratado por un servicio total y completo, que se ha pagado en su totalidad por acuerdo de partes, se vea en la obligación de devolver honorarios, en el supuesto de que el cliente por la razón que fuera, incluso arbitraria, decida separarlo de la dirección jurídica de los casos. III. Se debe tomar en cuenta, que en múltiples ocasiones y cuando el cliente cancela por adelantado las labores profesionales, es normal que el Agremiado considere una disminución en la negociación de sus honorarios, pues se parte de un pago a priori, disminución que es legal, en el tanto se respete en todo las tarifas arancelarias, como en el caso que nos ocupa. II De ahí que consideramos, que en el caso bajo examen, al pretender separar al Lic. Barrantes Rivera de la dirección de los procesos en cuestión, no está dicho colega en la obligación de devolver suma alguna, toda vez que dicha separación obedece a decisión exclusiva y unilateral del cliente. III. Diferente sería en el supuesto, en que el Abogado renuncié a los casos o sea separado por demostrarse negligencia en el mismo o bien hubiese realizado abandono de los procesos; en éstos supuestos sí tendría obligación el abogado de devolver los dineros cancelados por adelantado y que no fueron realizados por causas atribuibles directamente al abogado; pero no podríamos de ninguna manera aceptar válidamente, la rescisión contractual por servicios profesionales y que además se le imponga al abogado la obligación de devolver los dineros válidamente cancelados por su trabajo. Por tanto: En consecuencia conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en la suma ya cancelada de $ 5.000 (cinco mil dólares, moneda de curso legal de los Estados Unidos de América), monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos, al no existir convenio de partes en contrario.” En relación al expediente 092-12 de Miguel Muñoz Nanne contra el Lic. Guillermo Barrantes Rivera, en sesión 19-13 del 20 de noviembre de 2013, la Comisión de Aranceles emitió su criterio, en el cual hubo un voto de mayoría y un voto salvado, le corresponderá a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas ajustarse al voto que según su criterio sea el más conveniente, o en base a su propio criterio fundamentar una nueva resolución. El voto firme y que en su momento se decidió es el siguiente: “Consulta planteada por el licenciado Guillermo Barrantes Rivera contra el licenciado Miguel Muñoz Nanne.  Expediente: 092-12. RESULTANDO:
I.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, solicita a esta Comisión la fijación de sus honorarios profesionales a cargo de su cliente el señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne, por su labor desplegada en los procesos números 11 – 000544 – 0994 – PE, 11 – 003168 – 0175 – PE, 12 – 000392 – 0627 – NO y 11 – 000924 – 0627 – NO, tanto por su estudio, preparación, apersonamiento y gestiones dentro de dichos expedientes, así como por la determinación y estudio de procedencia para confeccionar una querella por el delito de Injurias y Difamación. II.- Que el señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne, de interés para este asunto, reconoce que efectivamente contrató al Licenciado Barrantes Rivera para la elaboración de una querella y para que ejerciera la defensa de sus intereses en las causas penales y notariales citadas, cancelándole la suma de cinco mil dólares por todas esas labores. Suma que alega correspondería a la totalidad de las causas en su tramitación completa. CONSIDERANDO: I.- Que en lo que en lo que interesa a este asunto se deben tener por demostrados los siguientes hechos: A.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, autenticó la firma y figura como abogado, del señor Miguel Gerardo Muñoz Nanne dentro de los procesos disciplinarios 12 – 000392 – 0627 – NO y 11 – 000924 – 0627 – NO, que se tramitan en el Juzgado Notarial (véase los folios 10, 16, 29, y del 30 al 37 de este expediente) B.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, ejerció el patrocinio legal del señor Muñoz Nanne, dentro de las causas penales 11 – 003168 – 0175 – PE y 11 – 000544 – 0994 – PE (véase los folios 46 al 51 y del folio 55 al 60, ibídem). B.- Que el Licenciado Luis Guillermo Barrantes Rivera, emitió y suscribió un recibo por el monto de cinco mil dólares pagados por el señor Miguel Muñoz Nanne a favor del primero, el cual no indica que exista ningún saldo por pagar (véase el folio 80). II.- Que el solicitante Barrantes Rivera no ha demostrado lo siguiente: A.- Que al extender el recibo por honorarios por el monto de cinco mil dólares hubiere quedado a su favor algún saldo en descubierto para atender las labores encomendadas. B.- Que existiera un convenio  de honorarios entre él y su cliente, que permita establecer no solo un monto superior al del recibo referido, sino también su forma y tiempo de pago, así como que la labor de estudio, asesoría extra judicial, consultas, y reuniones deban ser cubiertas fuera de los honorarios propios de los procesos judiciales para los que fue contratado. C.- Tampoco demuestra el Licenciado Barrantes que en los procesos penales hayan avanzado a su etapa intermedia ni -mucho más allá- a la fase de juicio oral. D.- Que hubiere realizado algún estudio para determinar la procedencia de alguna querella por los delitos de Injurias y Difamación. III.-  Que de acuerdo con los hechos demostrados y no demostrados, debe presumirse, en primer lugar, que el pago consignado en el recibido emitido sin reserva de saldo por el propio colega, cubría la totalidad del trabajo profesional por realizar. Por otro lado, a falta de contrato especial sobre honorarios, debe presumirse que solo procede a su favor el pago de honorarios de acuerdo con el Arancel por las labores efectivamente realizadas. IV.- Que siendo así, al licenciado Barrantes corresponden los siguientes montos: Por los procesos judiciales penales en que ha demostrado haber ejercido su patrocinio legal, entendiéndose por éste la actividad ante el órgano jurisdiccional propiamente dicha, así como las labores realizadas para su preparación, reuniones, llamadas, consultas y estudios, de conformidad con el numeral 39 del Arancel, al tratarse de procesos cuya competencia es de un tribunal colegiado que no han avanzado a la fase intermedia, el monto de doscientos mil colones exactos por la causa penal número 11 – 003168 – 0175 – PE y el monto de  doscientos mil colones exactos por la causa penal número 11 – 000544 – 0994 – PE.  En cuanto a los procesos notariales, de conformidad con el artículo 27 del citado Arancel, procede el pago del cien por ciento de los honorarios desde un inicio, por lo que tratándose de procesos no regulados expresamente por el Arancel, de cuantía indeterminada, se fijan como honorarios el monto de doscientos mil colones exactos por ambos procesos notariales, correspondiéndole cien mil colones exactos por el proceso número 12 – 000392 – 0627 – NO, y cien mil colones exactos por el proceso número 11 – 000924 – 0627 – NO. En consecuencia conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en un total de seiscientos mil colones exactos, monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos, al no existir convenio de partes que diga lo contrario. POR TANTO:  Conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en la suma total de seiscientos mil colones exactos por los cuatro procesos judiciales ya citados, monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos. Voto Salvado. Los suscritos, Lic. Juan León Blanco, Maf. Jorge Tapia Molina, MS.c Mario Alberto Córdoba Zárate, miembros de la Comisión de Aranceles del Colegio de Abogados, salvamos nuestro voto en contra del voto de mayoría de conformidad con el siguiente razonamiento. Considerando: I iA pesar de que compartimos la argumentación esbozada por la mayoría de los miembros de ésta Cámara, consideramos que en el caso concreto, y tomando en cuenta que la eventual separación del Lic. Barrantes Rivera, obedece a una decisión unilateral del cliente y colega Lic. Muñoz Nanne, los honorarios a que tiene derecho el Lic. Barrantes Rivera es a la suma ya cancelada de $ 5.000 (cinco mil dólares moneda de curso legal de los Estados Unidos de América). II-Desde nuestro punto de vista, es obvio pensar que en la mayoría de los procesos, pero principalmente en los procesos penales, resulta de gran importancia la estrategia y consejos legales que se brinden al inicio del proceso penal, por consiguiente resulta desproporcionado que a un Abogado que ha sido contratado por un servicio total y completo, que se ha pagado en su totalidad por acuerdo de partes, se vea en la obligación de devolver honorarios, en el supuesto de que el cliente por la razón que fuera, incluso arbitraria, decida separarlo de la dirección jurídica de los casos. III. Se debe tomar en cuenta, que en múltiples ocasiones y cuando el cliente cancela por adelantado las labores profesionales, es normal que el Agremiado considere una disminución en la negociación de sus honorarios, pues se parte de un pago a priori, disminución que es legal, en el tanto se respete en todo las tarifas arancelarias, como en el caso que nos ocupa. II De ahí que consideramos, que en el caso bajo examen, al pretender separar al Lic. Barrantes Rivera de la dirección de los procesos en cuestión, no está dicho colega en la obligación de devolver suma alguna, toda vez que dicha separación obedece a decisión exclusiva y unilateral del cliente. III. Diferente sería en el supuesto, en que el Abogado renuncié a los casos o sea separado por demostrarse negligencia en el mismo o bien hubiese realizado abandono de los procesos; en éstos supuestos sí tendría obligación el abogado de devolver los dineros cancelados por adelantado y que no fueron realizados por causas atribuibles directamente al abogado; pero no podríamos de ninguna manera aceptar válidamente, la rescisión contractual por servicios profesionales y que además se le imponga al abogado la obligación de devolver los dineros válidamente cancelados por su trabajo. Por tanto: En consecuencia conforme a la normativa arancelaria citada, se fijan los honorarios del Licenciado Barrantes Rivera, a cargo del señor Muñoz Nanne, en la suma ya cancelada de $ 5.000 (cinco mil dólares, moneda de curso legal de los Estados Unidos de América), monto que comprende además la preparación previa y extrajudicial propia de los mismos, al no existir convenio de partes en contrario.” Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.

10.5- Solicitud de criterio de la Junta Directiva del Colegio de Abogados, en la causa disciplinaria iniciada a petición de la empresa Gálvez Corporación Edilicia S. A contra el agremiado Dr. Enrique Rojas Franco. Expediente número 009-2013. RESULTANDO: Que la Junta Directiva del Colegio solicita a esta Comisión su criterio con relación a la denuncia referida supra, según la cual la empresa mencionada imputa al denunciado haber incurrido en abusos y excesos en el cobro de sus honorarios por su intervención profesional en un proceso arbitral que le atendió en el Centro de Resolución de Conflictos del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica. CONSIDERANDO: I.- Que, en primer término, dada la tesis del Dr. Rojas en el sentido de que el Colegio no debe intervenir en este asunto, debe aclararse que de conformidad con lo establecido en el artículo 1 del Decreto Ejecutivo sobre Aranceles, número 32493-J, la Junta Directiva del Colegio de Abogados –y esta Comisión como órgano consultivo- tiene el deber de intervenir en los conflictos de interés sobre honorarios que se susciten entre profesionales en derecho –abogados y notarios- con sus clientes. Cuando el profesional plantea la cuestión, es opcional para el cliente someterse a la decisión del Colegio. En cambio, cuando es el cliente el que la plantea, el profesional en derecho cuestionado tiene la obligación de someterse a la decisión del Colegio porque es a esta corporación, en su condición de órgano de derecho público no estatal, a la que corresponde vigilar –por delegación del Estado- que el cobro de los honorarios a los usuarios del servicio se realice correctamente. II.- Que en lo que a la función de esta Comisión se refiere, como órgano consultivo de la Junta Directiva del Colegio, su ámbito de acción está limitado exclusivamente al tema de los honorarios. Por consiguiente, pese a que la consulta de la Junta Directiva del Colegio se está planteando en una causa disciplinaria abierta contra el Dr. Rojas, esta Comisión no está facultada para investigar ni determinar si el colega se aprovechó de alguna circunstancia para llamar a engaño a su cliente o para imponerle de manera incorrecta, el pago de sus honorarios. La función de esta Comisión, por consiguiente, solo se dirige a determinar si el monto de honorarios cobrado por el Dr. Rojas merece tutela desde un punto de vista objetivo, esto es, sin entrar en valoraciones, en lo más mínimo, de la conducta que el denunciante le reprocha. II.- Que hechas las anteriores aclaraciones, para brindar el presente dictamen en lo que al monto de los honorarios del Dr. Rojas se refiere, esta Comisión, basada en los documentos que obran en el expediente, tiene por acreditados los siguientes hechos: A.- Que la empresa Gálvez Corporación Edilicia S A requirió los servicios del Dr. Enrique Rojas Franco, a fin de que le atendiera como abogado un proceso arbitral en el Centro de Resolución de Conflictos del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica. B.- Que el Dr. Rojas le presentó a la empresa una oferta de servicios cuyo costo fijó en la suma de dieciocho mil quinientos dólares ($18.500) los cuales determinó relacionando la estimación del proceso con el Decreto Ejecutivo sobre Aranceles, número 32493-J. C.- Que además el Dr. Rojas fijó un pago adicional en razón del éxito de su labor, en los siguientes términos: “…en caso de que… sea declarada con lugar la pretensión de renegociación de honorarios, pagos de daños y perjuicios, o bien la actualización o ajuste.. y se logre acreditar la indemnización de pago, adicionalmente se deberá cancelar un 15% de la suma total de dinero que comprenda la actualización, readecuación, ajuste de pago  y honorarios...”. D.- Que la empresa aceptó los términos de la oferta y sin que se firmara ningún contrato de servicios profesionales le hizo al Dr. Rojas cada uno de los pagos de la oferta. E.- Que el proceso arbitral concluyó con éxito para la empresa y ésta, ante requerimiento del Dr. Rojas, le pagó como comisión por ese éxito, el monto adicional de ciento tres mil quinientos veinte dólares con cuarenta y tres centavos ($103.520,43). III.- Que en materia de honorarios, como tesis de principio -por lo que luego se dirá- si un abogado pretende que su cliente le pague una suma mayor a los mínimos fijados en el Arancel, siempre será necesaria la existencia de un contrato escrito que así lo permita, ya sea un contrato de servicios profesionales o un contrato de cuota litis. Esto significa que, en ausencia de ese contrato escrito, el cliente no estará  obligado a entregarle a su abogado ninguna suma adicional por encima de lo que el Decreto disponga. IV.- Que, sin embargo, la tesis anterior, jurídicamente, no podría ser mantenida a ultranza, en los casos en que el cliente admita y reconozca que se comprometió a pagar ese monto adicional, pues, de lo contrario, se le estaría negando valor a su propia –“mutatis mutandi”- confesión. Menos aún podría ser posible mantener a ultranza esa tesis si el cliente le canceló al abogado el importe de los honorarios adiciones y si lo que pretende es, en última instancia, repetir lo pagado. Quedan a salvo, naturalmente, aquellas situaciones inducidas por el profesional que vicien la voluntad del cliente, en cuyo caso, sería posible la apertura de un trámite disciplinario por comportamiento inadecuado, con repetición de lo que se haya pagado en exceso, sobre lo cual, en este caso concreto, como se repite, a la Comisión no le incumbe ninguna facultad. IV.- Que, en aplicación de todo lo anterior, como el señor Galvez admite en este proceso haber aceptado la oferta de servicios del Dr. Rojas y que además le pagó el monto adicional que le cobró, esta Comisión considera que existió un acuerdo entre las partes, el cual, de conformidad con el artículo 1022 del Código Civil debe ser respetado, sin que exista motivo, por lo pronto, para cuestionar la bondad del cobro. POR TANTO: Esta Comisión considera que entre la empresa Gálvez Corporación Edilicia S A y el Dr. Enrique Rojas Franco existió un acuerdo sobre honorarios que debe ser respetado.

SE ACUERDA 2014-22-029 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre solicitud de criterio de la Junta Directiva del Colegio de Abogados, en la causa disciplinaria iniciada a petición de la empresa Gálvez Corporación Edilicia S. A contra el agremiado Dr. Enrique Rojas Franco. Expediente número 009-2013. RESULTANDO: Que la Junta Directiva del Colegio solicita a esta Comisión su criterio con relación a la denuncia referida supra, según la cual la empresa mencionada imputa al denunciado haber incurrido en abusos y excesos en el cobro de sus honorarios por su intervención profesional en un proceso arbitral que le atendió en el Centro de Resolución de Conflictos del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica. CONSIDERANDO: I.- Que, en primer término, dada la tesis del Dr. Rojas en el sentido de que el Colegio no debe intervenir en este asunto, debe aclararse que de conformidad con lo establecido en el artículo 1 del Decreto Ejecutivo sobre Aranceles, número 32493-J, la Junta Directiva del Colegio de Abogados –y esta Comisión como órgano consultivo- tiene el deber de intervenir en los conflictos de interés sobre honorarios que se susciten entre profesionales en derecho –abogados y notarios- con sus clientes. Cuando el profesional plantea la cuestión, es opcional para el cliente someterse a la decisión del Colegio. En cambio, cuando es el cliente el que la plantea, el profesional en derecho cuestionado tiene la obligación de someterse a la decisión del Colegio porque es a esta corporación, en su condición de órgano de derecho público no estatal, a la que corresponde vigilar –por delegación del Estado- que el cobro de los honorarios a los usuarios del servicio se realice correctamente. II.- Que en lo que a la función de esta Comisión se refiere, como órgano consultivo de la Junta Directiva del Colegio, su ámbito de acción está limitado exclusivamente al tema de los honorarios. Por consiguiente, pese a que la consulta de la Junta Directiva del Colegio se está planteando en una causa disciplinaria abierta contra el Dr. Rojas, esta Comisión no está facultada para investigar ni determinar si el colega se aprovechó de alguna circunstancia para llamar a engaño a su cliente o para imponerle de manera incorrecta, el pago de sus honorarios. La función de esta Comisión, por consiguiente, solo se dirige a determinar si el monto de honorarios cobrado por el Dr. Rojas merece tutela desde un punto de vista objetivo, esto es, sin entrar en valoraciones, en lo más mínimo, de la conducta que el denunciante le reprocha. II.- Que hechas las anteriores aclaraciones, para brindar el presente dictamen en lo que al monto de los honorarios del Dr. Rojas se refiere, esta Comisión, basada en los documentos que obran en el expediente, tiene por acreditados los siguientes hechos: A.- Que la empresa Gálvez Corporación Edilicia S A requirió los servicios del Dr. Enrique Rojas Franco, a fin de que le atendiera como abogado un proceso arbitral en el Centro de Resolución de Conflictos del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica. B.- Que el Dr. Rojas le presentó a la empresa una oferta de servicios cuyo costo fijó en la suma de dieciocho mil quinientos dólares ($18.500) los cuales determinó relacionando la estimación del proceso con el Decreto Ejecutivo sobre Aranceles, número 32493-J. C.- Que además el Dr. Rojas fijó un pago adicional en razón del éxito de su labor, en los siguientes términos: “…en caso de que… sea declarada con lugar la pretensión de renegociación de honorarios, pagos de daños y perjuicios, o bien la actualización o ajuste.. y se logre acreditar la indemnización de pago, adicionalmente se deberá cancelar un 15% de la suma total de dinero que comprenda la actualización, readecuación, ajuste de pago  y honorarios...”. D.- Que la empresa aceptó los términos de la oferta y sin que se firmara ningún contrato de servicios profesionales le hizo al Dr. Rojas cada uno de los pagos de la oferta. E.- Que el proceso arbitral concluyó con éxito para la empresa y ésta, ante requerimiento del Dr. Rojas, le pagó como comisión por ese éxito, el monto adicional de ciento tres mil quinientos veinte dólares con cuarenta y tres centavos ($103.520,43). III.- Que en materia de honorarios, como tesis de principio -por lo que luego se dirá- si un abogado pretende que su cliente le pague una suma mayor a los mínimos fijados en el Arancel, siempre será necesaria la existencia de un contrato escrito que así lo permita, ya sea un contrato de servicios profesionales o un contrato de cuota litis. Esto significa que, en ausencia de ese contrato escrito, el cliente no estará  obligado a entregarle a su abogado ninguna suma adicional por encima de lo que el Decreto disponga. IV.- Que, sin embargo, la tesis anterior, jurídicamente, no podría ser mantenida a ultranza, en los casos en que el cliente admita y reconozca que se comprometió a pagar ese monto adicional, pues, de lo contrario, se le estaría negando valor a su propia –“mutatis mutandi”- confesión. Menos aún podría ser posible mantener a ultranza esa tesis si el cliente le canceló al abogado el importe de los honorarios adiciones y si lo que pretende es, en última instancia, repetir lo pagado. Quedan a salvo, naturalmente, aquellas situaciones inducidas por el profesional que vicien la voluntad del cliente, en cuyo caso, sería posible la apertura de un trámite disciplinario por comportamiento inadecuado, con repetición de lo que se haya pagado en exceso, sobre lo cual, en este caso concreto, como se repite, a la Comisión no le incumbe ninguna facultad. IV.- Que, en aplicación de todo lo anterior, como el señor Galvez admite en este proceso haber aceptado la oferta de servicios del Dr. Rojas y que además le pagó el monto adicional que le cobró, esta Comisión considera que existió un acuerdo entre las partes, el cual, de conformidad con el artículo 1022 del Código Civil debe ser respetado, sin que exista motivo, por lo pronto, para cuestionar la bondad del cobro. POR TANTO: Esta Comisión considera que entre la empresa Gálvez Corporación Edilicia S A y el Dr. Enrique Rojas Franco existió un acuerdo sobre honorarios que debe ser respetado. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.
10-6 Consulta planteada por Gloria María Zúñiga Zúñiga contra la Licda. Leda Díaz Valladares, expediente: 016-2014. Redactor Maf. Jorge Luis Tapia M. RESULTANDO: I.- La consultante manifiesta que en el mes de octubre del 2013, contrató los servicios de la Licda. Leda Díaz Valladares, para que le llevara el proceso de divorcio y de pensión alimentaria. II.- La consultante indica que en varias oportunidades  ha llamado a la Licda. Díaz Valladares pero nunca está, le deja mensajes y nunca la atiende. II.- La disconforme  solicita la devolución de los documentos y la suma de ₡600 000,00 colones, que le fue  cancelado, debido a que la Licda. Díaz no ha realizado ningún trámite. III.- La Comisión de Aranceles concede audiencia a la Licda. Leda Díaz Valladares, para que se refiera a los hechos denunciados y ella, en atención a la audiencia conferida manifiesta: a-Que la denunciante incurre en un error a la hora de poner la dirección del correo, al señalar Email: Ldivaf1@hotmail.com siendo lo correcto  ldiva1@hotmail.com. (Folio 1), b-La Licda. Díaz indica que  fue contratada para la Asesoría y la interposición de un Proceso de Violencia Doméstica, bajo el expediente 13-001213-0672-VD el 21 de octubre del 2013, en donde se le impusieron medidas de protección a su favor, ordenándose la salida del cónyuge Fernando Alvarado del domicilio. (folio 19) c-Sobre el Proceso de Pensión Alimentaria a favor de Gloria Zúñiga Zúñiga y sus hijas María Fernanda y Natalia, al ser las mismas mayores de edad, señala  que las hijas decidieron de manera armoniosa no abrir el proceso en contra de su padre, ya que él mismo de manera voluntaria proporcionaría todos los gastos de estudio a Natalia Elena,  que es la única  que  estudia. d-En cuanto a la pensión de Gloria Zúñiga, fue presentado por la misma consultante  ante el Juzgado de Pensiones del Primer Circuito Judicial de San José, por un monto de ₡960 000,00 colones, expediente No. 13-000946-0625-PA-6. (Folio 19). e-En cuanto a la devolución de los documentos, la Licda. Díaz manifiesta que la señora Gloria Zúñiga, fue ella misma la que llevó y presentó  la demanda junto  con el poder especial judicial que consta en el expediente, incluso presentó copias y se dejó el original del Poder; que lo único que tiene a su haber son las copias digitalizadas del proceso de Violencia Doméstica, así como también el borrador del divorcio por mutuo acuerdo, documento que se aporta de parte de la consultante. IV.- Esta consulta se evacúa con la apreciación de los hechos endilgados por la señora Gloria  María Zúñiga Zúñiga, los argumentos en su defensa presentados por la Licda. Leda Díaz, la prueba documental aportada al expediente, donde consta, al folio 5, un “borrador de divorcio por mutuo acuerdo” y una demanda de “Pensión alimentaria” elaborada por la Licda. Díaz Valladares,  documento el cual fue presentado por la misma consultante  el 26 de noviembre del 2013, ante la Oficina Recepción de Documentos – Primer Circuito Judicial San José – y el documento escaneado, según  folios 7 al 10.   También se toma en cuenta la Consultoría y Asesoría en la presentación de la demanda de Violencia Doméstica, “Solicitud de medidas de Protección” y “Orden de Protección” en el Juzgado de Violencia Doméstica del Primer  Circuito Judicial de San José, según folio 30 al 44 inclusive. CONSIDERANDO: Ahora bien, en cuanto a la instauración del proceso de pensión alimentaria a favor de las hijas María Fernanda y Natalia Elena y la Madre, hayan llegado a una conciliación, según consta  en ACTA DE CONCILIACION Y HOMOLOGACION DE ACUERDO No. 805-2013 de las once horas y trece minutos del doce de diciembre de dos trece, ante el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer  Circuito Judicial de San José, y que la misma consultante declinara de dicho proceso, como  de la presentación del proceso de “Divorcio por mutuo acuerdo”  ante los órganos jurisdiccionales, por haber llegado a un acuerdo con su conyugue ,  según folio 5 al 10 inclusive,  20, 21, 27, 47, 48, 49, 53 al 57 inclusive. Esta Comisión, con base en la prueba aportada a los autos, estima que la Licda. Leda Díaz Valladares, cumplió la labor para la que fue contratada y que, por consiguiente, tiene derecho a conservar el monto de dinero que, mediante acuerdo, recibió de su cliente. En cuanto a la devolución de documentos que la consultante solicita, esta Comisión presume que al haber sido esta última la que presentó la demanda de Pensión Alimentaria para dar inicio al proceso electrónico respectivo, fue a ella a la que se le devolvieron los documentos respectivos, una vez cumplido el trámite de su escaneado o copiado electrónico. POR TANTO: De conformidad con los numerales 3, 10, 48, 49, 50 y 70 del Arancel  Decreto Ejecutivo No. 36562-JP y el elenco de pruebas aportado al líbelo, se evacua la consulta en el sentido de al haber recibido la licenciada Leda Díaz Valladares sus honorarios mediante acuerdo con su cliente y al haber ella cumplido con su labor, tiene derecho a conservar ese pago. Se rechaza la solicitud de que la licenciada Díaz deba devolver los documentos referidos en la consulta, pues es de presumir que es la propia consultante la que los tiene en su poder.

SE ACUERDA 2014-22-030 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta planteada por Gloria María Zúñiga Zúñiga contra la Licda. Leda Díaz Valladares, expediente: 016-2014. Redactor Maf. Jorge Luis Tapia M. RESULTANDO: I.- La consultante manifiesta que en el mes de octubre del 2013, contrató los servicios de la Licda. Leda Díaz Valladares, para que le llevara el proceso de divorcio y de pensión alimentaria. II.- La consultante indica que en varias oportunidades  ha llamado a la Licda. Díaz Valladares pero nunca está, le deja mensajes y nunca la atiende. II.- La disconforme  solicita la devolución de los documentos y la suma de ₡600 000,00 colones, que le fue  cancelado, debido a que la Licda. Díaz no ha realizado ningún trámite. III.- La Comisión de Aranceles concede audiencia a la Licda. Leda Díaz Valladares, para que se refiera a los hechos denunciados y ella, en atención a la audiencia conferida manifiesta: a-Que la denunciante incurre en un error a la hora de poner la dirección del correo, al señalar Email: Ldivaf1@hotmail.com siendo lo correcto  ldiva1@hotmail.com. (Folio 1), b-La Licda. Díaz indica que  fue contratada para la Asesoría y la interposición de un Proceso de Violencia Doméstica, bajo el expediente 13-001213-0672-VD el 21 de octubre del 2013, en donde se le impusieron medidas de protección a su favor, ordenándose la salida del cónyuge Fernando Alvarado del domicilio. (folio 19) c-Sobre el Proceso de Pensión Alimentaria a favor de Gloria Zúñiga Zúñiga y sus hijas María Fernanda y Natalia, al ser las mismas mayores de edad, señala  que las hijas decidieron de manera armoniosa no abrir el proceso en contra de su padre, ya que él mismo de manera voluntaria proporcionaría todos los gastos de estudio a Natalia Elena,  que es la única que estudia. d-En cuanto a la pensión de Gloria Zúñiga, fue presentado por la misma consultante  ante el Juzgado de Pensiones del Primer Circuito Judicial de San José, por un monto de ₡960 000,00 colones, expediente No. 13-000946-0625-PA-6. (Folio 19). e-En cuanto a la devolución de los documentos, la Licda. Díaz manifiesta que la señora Gloria Zúñiga, fue ella misma la que llevó y presentó  la demanda junto  con el poder especial judicial que consta en el expediente, incluso presentó copias y se dejó el original del Poder; que lo único que tiene a su haber son las copias digitalizadas del proceso de Violencia Doméstica, así como también el borrador del divorcio por mutuo acuerdo, documento que se aporta de parte de la consultante. IV.- Esta consulta se evacúa con la apreciación de los hechos endilgados por la señora Gloria  María Zúñiga Zúñiga, los argumentos en su defensa presentados por la Licda. Leda Díaz, la prueba documental aportada al expediente, donde consta, al folio 5, un “borrador de divorcio por mutuo acuerdo” y una demanda de “Pensión alimentaria” elaborada por la Licda. Díaz Valladares,  documento el cual fue presentado por la misma consultante  el 26 de noviembre del 2013, ante la Oficina Recepción de Documentos – Primer Circuito Judicial San José – y el documento escaneado, según  folios 7 al 10.   También se toma en cuenta la Consultoría y Asesoría en la presentación de la demanda de Violencia Doméstica, “Solicitud de medidas de Protección” y “Orden de Protección” en el Juzgado de Violencia Doméstica del Primer  Circuito Judicial de San José, según folio 30 al 44 inclusive. CONSIDERANDO: Ahora bien, en cuanto a la instauración del proceso de pensión alimentaria a favor de las hijas María Fernanda y Natalia Elena y la Madre, hayan llegado a una conciliación, según consta  en ACTA DE CONCILIACION Y HOMOLOGACION DE ACUERDO No. 805-2013 de las once horas y trece minutos del doce de diciembre de dos trece, ante el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer  Circuito Judicial de San José, y que la misma consultante declinara de dicho proceso, como  de la presentación del proceso de “Divorcio por mutuo acuerdo”  ante los órganos jurisdiccionales, por haber llegado a un acuerdo con su conyugue ,  según folio 5 al 10 inclusive,  20, 21, 27, 47, 48, 49, 53 al 57 inclusive. Esta Comisión, con base en la prueba aportada a los autos, estima que la Licda. Leda Díaz Valladares, cumplió la labor para la que fue contratada y que, por consiguiente, tiene derecho a conservar el monto de dinero que, mediante acuerdo, recibió de su cliente. En cuanto a la devolución de documentos que la consultante solicita, esta Comisión presume que al haber sido esta última la que presentó la demanda de Pensión Alimentaria para dar inicio al proceso electrónico respectivo, fue a ella a la que se le devolvieron los documentos respectivos, una vez cumplido el trámite de su escaneado o copiado electrónico. POR TANTO: De conformidad con los numerales 3, 10, 48, 49, 50 y 70 del Arancel  Decreto Ejecutivo No. 36562-JP y el elenco de pruebas aportado al líbelo, se evacua la consulta en el sentido de al haber recibido la licenciada Leda Díaz Valladares sus honorarios mediante acuerdo con su cliente y al haber ella cumplido con su labor, tiene derecho a conservar ese pago. Se rechaza la solicitud de que la licenciada Díaz deba devolver los documentos referidos en la consulta, pues es de presumir que es la propia consultante la que los tiene en su poder. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.

10-7 Consulta planteada por Francisco Marín Delgado contra el Lic. Geovanny Porras Villalobos, expediente: 023-2014. Redacta Maf. Jorge Luis Tapia Molina. RESULTANDO: I-Que la Municipalidad de Aguirre, Quepos, Puntarenas,  le abrió un procedimiento administrativo por “Acoso laboral y sexual” al Lic. Francisco Marín Delgado; contratando los servicios profesionales del Lic. Geovanny Porras Villalobos, girándole al término del proceso la suma de ₡1.100.000,00 colones, pactado inicialmente, con un  primer tracto de ₡700.000,00 colones por el estudio inicial del caso, y con un segundo y último pago de ₡400 000,00 colones, al final de la audiencia en donde se darían las conclusiones del caso. II-El Consultante indica que durante el desarrollo del proceso, el dominio de la materia y la destreza mostrada  por el Licenciado, dejó mucho que desear y que se  vio obligado a compartir a última hora el proceso con el Lic. David Cartin Fallas, al cual se le debía de cancelar la suma de ₡200 000,00. III-Que al término de la audiencia los abogados le indicaron que la relación profesional ya se había concluido y cualquier asunto adicional se debería pagar por aparte, esto a pesar de que los honorarios a ese momento eran ₡900 000,00 colones, o sea que después de acabada la audiencia se quedó sin representación, por lo cual se sintió muy ofendido debido a la gran cantidad de dinero que se le canceló por los servicios prestados a pesar de que para su tranquilidad, la resolución del órgano director al final del proceso fue de absolverlo de toda acusación por parte de la ex funcionaria. IV-Que el consultante solicita se evalúe el monto de los honorarios, debido a que en casos similares con otros compañeros de trabajo, los honorarios si al caso han sido por el 50% menos de lo cobrado en el presente caso laboral.  Que la Comisión de Aranceles, concede audiencia de cinco días hábiles al Lic. Geovanny Porras Villalobos, para que se refiera a los hechos consultados por el señor Francisco Marín Delgado. V-Que como la audiencia concedida al Lic. Geovanny Porras, visible a folio 74 no fue atendida, se procede a resolver conforme a la documentación que obra en el expediente, de folio 01 a folio 75.CONSIDERANDO: I-De previo a la atención del  procedimiento administrativo por “Acoso laboral y sexual”, el Licdo. Francisco Marín Delgado reconoce que pactó con el Lic. Geovanny Porras  de cancelar un  primer tracto de ₡700.000,00 colones por el estudio inicial del caso, el segundo y último pago de ₡400 000,00 colones, al final de la audiencia en donde se darían las conclusiones del caso. (folio 01). II-Que el Lic. Geovanny Porras en representación del señor Francisco Marín Delgado (parte acusada), se hizo presente a la comparecencia oral y privada del procedimiento administrativo, según consta en Acta de la Audiencia 01-11-2013 Procedimiento de expediente No. 003-ODR-2013,  a las 08:37 minutos del primero de noviembre de 2013. (folio 31 al folio 35 vuelto). III-Que la demandante presentó un incidente de nulidad contra la convocatoria de audiencia oral y privada; el cual es declarado CON LUGAR por el Órgano Director del Procedimiento,  en resolución de las 15:00 horas del 12 de noviembre del 2013. Dejando sin efecto la comparecencia de  las 08:37 minutos del primero de noviembre de 2013. (folio 38, folio 40vuelto al folio 42 vuelto). IV-Que el Lic. Geovanny Porras y el Lic. David Cartín Fallas,  en representación del señor Francisco Marín Delgado (parte acusada), asistieron a  la nueva  comparecencia oral y privada del procedimiento administrativo, según consta en Acta de la Audiencia 13-12-2013 Procedimiento de expediente No. 003-ODR-2013,  a las 08:30 minutos del trece de diciembre de 2013. (folio 69 vuelto a folio 89).V-Que el Órgano Director del Procedimiento, mediante resolución de las 11:00 horas del día veintidós de enero del dos catorce, recomendó al Órgano Decisor “no sancionar al funcionario Francisco Marín Delgado, por no existir una certeza real de los hechos acusados”  recomendación acogida por el Órgano Decisor mediante resolución de las 11:00 hora del día diecinueve de febrero del dos mil catorce. (folio 89 vuelto al 103 vuelto. POR TANTO: Se evacua la consulta en el sentido de que el convenio de honorarios entre las partes debe ser respetado, máxime si el propio consultante refiere que el licenciado Lic. Geovanny Porras Villalobos cumplió con las labores acordadas. Si el grado de destreza del licenciado Porras al consultante le dejó mucho que desear, esta es una apreciación subjetiva de su parte que se torna secundaria si en definitiva se logró el propósito para el que el abogado fue contratado. 

SE ACUERDA 2014-22-031 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre Consulta planteada por Francisco Marín Delgado contra el Lic. Geovanny Porras Villalobos, expediente: 023-2014. Redacta Maf. Jorge Luis Tapia Molina. RESULTANDO: I-Que la Municipalidad de Aguirre, Quepos, Puntarenas,  le abrió un procedimiento administrativo por “Acoso laboral y sexual” al Lic. Francisco Marín Delgado; contratando los servicios profesionales del Lic. Geovanny Porras Villalobos, girándole al término del proceso la suma de ₡1.100.000,00 colones, pactado inicialmente, con un  primer tracto de ₡700.000,00 colones por el estudio inicial del caso, y con un segundo y último pago de ₡400 000,00 colones, al final de la audiencia en donde se darían las conclusiones del caso. II-El Consultante indica que durante el desarrollo del proceso, el dominio de la materia y la destreza mostrada  por el Licenciado, dejó mucho que desear y que se  vio obligado a compartir a última hora el proceso con el Lic. David Cartin Fallas, al cual se le debía de cancelar la suma de ¢200 000,00. III-Que al término de la audiencia los abogados le indicaron que la relación profesional ya se había concluido y cualquier asunto adicional se debería pagar por aparte, esto a pesar de que los honorarios a ese momento eran ₡900 000,00 colones, o sea que después de acabada la audiencia se quedó sin representación, por lo cual se sintió muy ofendido debido a la gran cantidad de dinero que se le canceló por los servicios prestados a pesar de que para su tranquilidad, la resolución del órgano director al final del proceso fue de absolverlo de toda acusación por parte de la ex funcionaria. IV-Que el consultante solicita se evalúe el monto de los honorarios, debido a que en casos similares con otros compañeros de trabajo, los honorarios si al caso han sido por el 50% menos de lo cobrado en el presente caso laboral.  Que la Comisión de Aranceles, concede audiencia de cinco días hábiles al Lic. Geovanny Porras Villalobos, para que se refiera a los hechos consultados por el señor Francisco Marín Delgado. V-Que como la audiencia concedida al Lic. Geovanny Porras, visible a folio 74 no fue atendida, se procede a resolver conforme a la documentación que obra en el expediente, de folio 01 a folio 75.CONSIDERANDO: I-De previo a la atención del  procedimiento administrativo por “Acoso laboral y sexual”, el Licdo. Francisco Marín Delgado reconoce que pactó con el Lic. Geovanny Porras  de cancelar un  primer tracto de ₡700.000,00 colones por el estudio inicial del caso, el segundo y último pago de ₡400 000,00 colones, al final de la audiencia en donde se darían las conclusiones del caso. (folio 01). II-Que el Lic. Geovanny Porras en representación del señor Francisco Marín Delgado (parte acusada), se hizo presente a la comparecencia oral y privada del procedimiento administrativo, según consta en Acta de la Audiencia 01-11-2013 Procedimiento de expediente No. 003-ODR-2013,  a las 08:37 minutos del primero de noviembre de 2013. (folio 31 al folio 35 vuelto). III-Que la demandante presentó un incidente de nulidad contra la convocatoria de audiencia oral y privada; el cual es declarado CON LUGAR por el Órgano Director del Procedimiento,  en resolución de las 15:00 horas del 12 de noviembre del 2013. Dejando sin efecto la comparecencia de  las 08:37 minutos del primero de noviembre de 2013. (folio 38, folio 40vuelto al folio 42 vuelto). IV-Que el Lic. Geovanny Porras y el Lic. David Cartín Fallas,  en representación del señor Francisco Marín Delgado (parte acusada), asistieron a  la nueva  comparecencia oral y privada del procedimiento administrativo, según consta en Acta de la Audiencia 13-12-2013 Procedimiento de expediente No. 003-ODR-2013,  a las 08:30 minutos del trece de diciembre de 2013. (Folio 69 vuelto a folio 89).V-Que el Órgano Director del Procedimiento, mediante resolución de las 11:00 horas del día veintidós de enero del dos catorce, recomendó al Órgano Decisor “no sancionar al funcionario Francisco Marín Delgado, por no existir una certeza real de los hechos acusados”  recomendación acogida por el Órgano Decisor mediante resolución de las 11:00 hora del día diecinueve de febrero del dos mil catorce. (folio 89 vuelto al 103 vuelto. POR TANTO: Se evacua la consulta en el sentido de que el convenio de honorarios entre las partes debe ser respetado, máxime si el propio consultante refiere que el licenciado Lic. Geovanny Porras Villalobos cumplió con las labores acordadas. Si el grado de destreza del licenciado Porras al consultante le dejó mucho que desear, esta es una apreciación subjetiva de su parte que se torna secundaria si en definitiva se logró el propósito para el que el abogado fue contratado. Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.
10-8 Consulta planteada por Gerardo Figueroa Hidalgo contra Rodolfo Camacho Rojas, expediente: 056-2013. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: I-Conoce esta Comisión de la consulta formulada por el señor Gerardo Figueroa Hidalgo, en relación al monto de honorarios que le cobró el Lic. Rodolfo Camacho Rojas por la presentación en abril 2012 de un Recurso de Amparo. Manifiesta que el cobro realizado fue por 150,000 y aporta el expediente donde la Sala Constitucional resuelve a su favor. Estima igualmente que los honorarios en su opinión deberían ser entre 50,000 y 60,000 colones.II-Se le otorga audiencia al Lic. Camacho Rojas quien indica que es correcto que presento el Recurso y que fue resuelto a favor de su cliente. Que el Hospital Max Peralta de Cartago luego de revisar al paciente, ordenó que el mismo fuera remitido al Hospital Calderón Guardia en virtud de que su padecimiento era osteoartrosis severa de cadera y requiere ser operado ahí. CONSIDERANDO UNICO: Que se otorgaron las audiencias de ley al profesional Camacho Rojas. Que con las copias aportadas en autos se observa que cumplió a cabalidad con su labor profesional. Que el artículo 46 del Arancel 36562-JP establece los honorarios por el Recurso de amparo en la suma de ciento cincuenta mil colones, suma cobrada por el profesional. POR TANTO: Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la suma cobrada por el profesional se ajusta a lo indicado en el Arancel 36562-JP artículo 46. No existe conflicto de intereses por tratarse de procesos diversos. 

SE ACUERDA 2014-22-032 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta planteada por Gerardo Figueroa Hidalgo contra Rodolfo Camacho Rojas, expediente: 056-2013. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. Resultando: I-Conoce esta Comisión de la consulta formulada por el señor Gerardo Figueroa Hidalgo, en relación al monto de honorarios que le cobró el Lic. Rodolfo Camacho Rojas por la presentación en abril 2012 de un Recurso de Amparo. Manifiesta que el cobro realizado fue por 150,000 y aporta el expediente donde la Sala Constitucional resuelve a su favor. Estima igualmente que los honorarios en su opinión deberían ser entre 50,000 y 60,000 colones.II-Se le otorga audiencia al Lic. Camacho Rojas quien indica que es correcto que presento el Recurso y que fue resuelto a favor de su cliente. Que el Hospital Max Peralta de Cartago luego de revisar al paciente, ordenó que el mismo fuera remitido al Hospital Calderón Guardia en virtud de que su padecimiento era osteoartrosis severa de cadera y requiere ser operado ahí. CONSIDERANDO UNICO: Que se otorgaron las audiencias de ley al profesional Camacho Rojas. Que con las copias aportadas en autos se observa que cumplió a cabalidad con su labor profesional. Que el artículo 46 del Arancel 36562-JP establece los honorarios por el Recurso de amparo en la suma de ciento cincuenta mil colones, suma cobrada por el profesional. POR TANTO: Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la suma cobrada por el profesional se ajusta a lo indicado en el Arancel 36562-JP artículo 46. No existe conflicto de intereses por tratarse de procesos diversos. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.

10-9 Consulta planteada por Juan Luis Hernández Gómez y otros contra la Licda. Virialy Rojas Esquivel, expediente  68-2013. Redacta el licenciado Juan León Blanco. CONSIDERANDO: I-Que los señores Juan Luis, José Gerardo y María Eugenia Hernández Gómez, iniciaron un proceso sucesorio de José Adilio Hernández y Elisa Gómez Cortes y para tal efecto contrataron a la Licda. Virialy Rojas Esquivel. II-Indican los consultantes que el pacto de honorarios con la Licda. Rojas fue de 600.000 colones y que además adujo que no se nombraría perito para valorar la finca por no ser necesario en este caso. III-A la audiencia conferida por esta comisión a la Licda. Rojas, manifiesta que  solo se le han cancelado 250.000 colones por su trabajo y que procede a solicitar el cálculo del monto restante por concepto de honorarios de la Sucesión.  IV-Que se encuentra aportado en el expediente un recibo de dinero por 300.000 colones del Bufete Rojas Esquivel. V-Que el peritaje del único bien hereditario valoró la finca en 28.000.000 millones de colones. POR TANTO. Considera esta Comisión que por tratarse de un Proceso  Sucesorio  y a tenor de lo dispuesto en el artículo 28  del Arancel de Honorarios vigente en concordancia con el artículo 16 del mismo cuerpo de normas, el monto de honorarios por el proceso completo que le corresponden a la Licenciada Rojas es la suma de 2.475.000 colones menos el monto de trescientos mil colones que ya fueron entregados y que constan en las pruebas aportadas. 
SE ACUERDA 2014-22-033 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre Consulta planteada por Juan Luis Hernández Gómez y otros contra la Licda. Virialy Rojas Esquivel, expediente  68-2013. Redacta el licenciado Juan León Blanco. CONSIDERANDO: I-Que los señores Juan Luis, José Gerardo y María Eugenia Hernández Gómez, iniciaron un proceso sucesorio de José Adilio Hernández y Elisa Gómez Cortes y para tal efecto contrataron a la Licda. Virialy Rojas Esquivel. II-Indican los consultantes que el pacto de honorarios con la Licda. Rojas fue de 600.000 colones y que además adujo que no se nombraría perito para valorar la finca por no ser necesario en este caso. III-A la audiencia conferida por esta comisión a la Licda. Rojas, manifiesta que  solo se le han cancelado 250.000 colones por su trabajo y que procede a solicitar el cálculo del monto restante por concepto de honorarios de la Sucesión.  IV-Que se encuentra aportado en el expediente un recibo de dinero por 300.000 colones del Bufete Rojas Esquivel. V-Que el peritaje del único bien hereditario valoró la finca en 28.000.000 millones de colones. POR TANTO. Considera esta Comisión que por tratarse de un Proceso  Sucesorio  y a tenor de lo dispuesto en el artículo 28  del Arancel de Honorarios vigente en concordancia con el artículo 16 del mismo cuerpo de normas, el monto de honorarios por el proceso completo que le corresponden a la Licenciada Rojas es la suma de 2.475.000 colones menos el monto de trescientos mil colones que ya fueron entregados y que constan en las pruebas aportadas. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.
ARTICULO 11)  ASUNTOS BREVES  Y TRASLADOS DE FISCALÍA
11.1) ASUNTOS BREVES:

11.1.1.- Expediente Nº: 101-09 (1). Denunciado: Lic. Raúl Escalante Soto. Denunciante: Corporación Constructora Naviera Marcam. 

SE ACUERDA 2014-22-034 Rechazar la solicitud que hace el licenciado Raúl Escalante Soto, respecto al beneficio de ejecución de la sanción. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.

11.1.2.- Expediente Nº: 287-09 (2). Denunciado: Lic. Rafael Ángel Vílchez Sánchez. Denunciante: Ricardo Jiménez Castillo. 

SE ACUERDA 2014-22-035 dar por cumplido el beneficio de ejecución condicional otorgado al licenciado Rafael Ángel Vílchez Sánchez ordenando el archivo del expediente, dejar sin efecto la sanción impuesta y ordenar la inscripción en el registro. Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable Fiscalía.

11.1.3.- Expediente Nº: 409-12 (2). Denunciado: Lic. Rafael Ángel Quesada Lemaire. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 

SE ACUERDA 2014-22-036 De conformidad con lo establecido en el artículo 96 del Código Procesal Civil, los artículos 219 y 222 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y respetando lo indicado por el voto de la Sala Constitucional No. 11596-01, rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.

11.1.4.- Expediente Nº: 083-14 (2). Denunciada: Licda. Heizel Alpízar Orozco. Denunciante: Luis Fernando Borbón Arias. 
SE ACUERDA 2014-22-037 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente, al no tener el Colegio competencia por cuanto las actuaciones denunciadas se dieron en calidad de Cónsul de Costa Rica en Guatemala. Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable Fiscalía.

11.1.5.- Expediente Nº: 145-13 (3). Denunciado: Lic. Enrique Rojas Franco. Denunciante: Licda. Lidia María González Mora. Rechazo de plano parcial. 

SE ACUERDA 2014-22-038  Rechazar de plano la denuncia por los hechos que se le pretenden atribuir al denunciado y en los cuales se determinó no constituyen una falta, esto por cuanto el cobro se ajusta a Derecho e iniciar procedimiento por todos los demás hechos. Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsable Fiscalía.

11.1.6.- Expediente Nº: 332-13  (4). Denunciado: Lic. José Arnulfo Lee Ajoy. Denunciante: Carmen María Zúñiga Zúñiga. 
SE ACUERDA 2014-22-039 Rechazar el recurso de apelación y confirmar lo resuelto, en razón que el mismo fue presentado de forma extemporánea. Asimismo, confirmar el rechazo de  la excepción de prescripción y caducidad,  y la reserva de la excepción  de falta de derecho interpuesta por el denunciado para ser conocida y resuelta en el acto final. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.1.7.- Expediente Nº: 579-13 (4). Denunciadas: Licda. Mildaines Fonseca Díaz y Licda. Leda Díaz Valladares. Denunciante: Alonso Rainer Villareal. 

SE ACUERDA 2014-22-040 Confirmar lo resuelto, declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto por cada una de las denunciadas. Se ordena continuar con el presente procedimiento administrativo disciplinario a efectos de determinar la verdad real de los hechos. Oportunamente se señalará fecha y hora para la celebración de la comparecencia oral y privada, prevista en el artículo 309 y siguientes de la LGAP. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.1.8.- Expediente Nº: 647-11 (5). Denunciado: Lic. Ronald Gerardo Chavarría Escamilla. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal I Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2014-22-041 Declarar sin lugar el recurso de apelación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.1.9.- Expediente Nº: 002-14 (5). Denunciado: Lic. Gerardo Enrique Aguilar Artavia. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Heredia). 
SE ACUERDA 2014-22-042 Ordenar el archivo definitivo del expediente, así como todas las demás denuncias que en el futuro se presenten contra éste profesional, sin necesidad de nuevo acuerdo que así lo disponga, teniéndose como base éste.  Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.1.10.- Expediente Nº: 773-11 (6). Denunciado: Lic. José Alberto Arrieta Palacios. Denunciante: De oficio (Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Guanacaste Liberia). 

SE ACUERDA 2014-22-043 Suspender el procedimiento hasta tanto el agremiado cumpla debidamente con el beneficio de ejecución condicional de la pena otorgado por el plazo de tres años. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.1.11.- Expediente Nº: 627-12 (6). Denunciado: Lic. Boris Molina Acevedo. Denunciante: Eugenio Manuel Lamugue Espinoza. 
SE ACUERDA 2014-22-044 Por reunir los requisitos exigidos por la normativa, es procedente concederle al Lic. Molina Acevedo, el beneficio de ejecución condicional de la sanción de TRES MESES DE SUSPENSIÓN IMPUESTA. Por tanto, deberá el Lic. Molina Acevedo cumplir CUARENTA Y OCHO HORAS, DE BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL, las que deberá cumplir en un plazo no mayor a UN AÑO. A partir de la notificación de esta resolución se le concede al Lic. Molina Acevedo el término improrrogable de UN MES para que se presente a la Defensoría Social Obras del Espíritu Santo a iniciar las labores que se describen en plan de trabajo lo que deberá informar a la Fiscalía del Colegio de Abogados para su debido registro y control conforme lo dispone el numeral 8 del Reglamento citado, por lo que, en caso de no hacerlo se procederá de acuerdo a lo establecido en el numeral 16 del citado Reglamento. Asimismo se le hace ver al beneficiado que deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 9 del Reglamento Ibídem. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.1.12.- Expediente Nº: 236-13 (6). Denunciado: Lic. Saúl González Vargas. Denunciante: Ralph Stumbo Tarasco. 
SE ACUERDA 2014-22-045 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, y 6 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos, homologar el acuerdo conciliatorio y ordenar el archivo del expediente. Ocho  votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.

11.2) ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

En los siguientes doce (12) expedientes se recomienda el inicio del procedimiento. El funcionario o la funcionaria de Fiscalía, a quien por nómina corresponderá la instrucción del procedimiento en virtud de delegación al efecto y que se identifica con el número entre paréntesis que sigue al número de expediente, ha sido prestado la debida juramentación y aceptación del cargo.

La nómina de instructores e instructoras es como sigue:

Licda. Francinie Cubero De la Vega – Instructora 1.

Lic. Rafael Hernández Vindas – Instructor 2.

Licda. Liana Noguera Ruiz– Instructora 3.

Lic. Gabriel Zelada Dalorzo – Instructor 4.

11.2.1.- Expediente Nº: 222-14 (1). Denunciado: Lic. Wilberth Pelayo Arias Venegas. Denunciante: María Julia Méndez Villalobos. 
SE ACUERDA 2014-22-046 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.2.- Expediente Nº: 192-14 (2). Denunciado: Licda. Mayita Ramón Barquero. Denunciante: Silvia Barrientos Peña. 

SE ACUERDA 2014-22-047 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.3.- Expediente Nº: 182-14 (2). Denunciado: Lic. Guillermo Ávila Vega. Denunciante: Luis Ramón Pérez Badilla: 
SE ACUERDA 2014-22-048 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.4.- Expediente Nº: 162-14 (2). Denunciado: Lic. Carlos Luis Ibarra García. Denunciantes: Rosa María Herrera Quesada; Rafael Villaplana Esquivel; José Francisco Loaiza Montoya y Ángela Quesada Artavia. 

SE ACUERDA 2014-22-049 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.5.- Expediente Nº: 156-14 (2). Denunciada: Licda. Marta Elena Rojas Carpio. Denunciantes: Alexander Ivanov y Olga Denisenko. 

SE ACUERDA 2014-22-050 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.6.- Expediente Nº: 213-14 (2). Denunciado: Licda. Roxana Venegas Vásquez. Denunciante: Yuliana María Leal Elizondo. 
SE ACUERDA 2014-22-051 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.7.- Expediente Nº: 097-14 (3). Denunciado: Lic. Ricardo Argüello Chaverri. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Heredia). 
SE ACUERDA 2014-22-052 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.8.- Expediente Nº: 145-13 (3). Denunciado: Lic. Enrique Rojas Franco. Denunciante: Lidia María González Mora. 

SE ACUERDA 2014-22-053 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.9.- Expediente Nº: 471-13 (3). Denunciado: Lic. Gerardo Cantillo Lewis. Denunciante: Jorge Alberto López López., 

SE ACUERDA 2014-22-054 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.10.- Expediente Nº: 196-14 (4). Denunciado: Lic. Rafael Enrique Monestel González. Denunciante: De oficio (Juzgado IV Civil de Mayor Cuantía de San José)..
SE ACUERDA 2014-22-055 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.11.- Expediente N°: 219-14 (4). Denunciado: Lic. José Antonio Calderón Vargas. Denunciante: De oficio (Policía de Proximidad de San Sebastián). 
SE ACUERDA 2014-22-056 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.12.- Expediente Nº: 236-14 (4). Denunciada: Licda. Alejandra Grandoso Lemoine. Denunciante: Carlos Gerardo Solano Zúñiga. 
SE ACUERDA 2014-22-057 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable Fiscalía.
11.2.12- Expediente N°: 359-11 (1). Denunciado: Lic. Luis Gerardo Guerrero Jara. Denunciante: De oficio (Fiscalía Colegio de Abogados). Rehabilitación. 

SE ACUERDA 2014-22-058 Declarar con lugar la solicitud del Lic. Luis Gerardo Guerrero Jara, se le rehabilita y se le reincorpora a partir de la notificación de la presente decisión, con todos los deberes y derechos inherentes a la condición profesional que ha recuperado. Si incumple, la autoridad judicial deberá comunicar lo pertinente para que se vuelva a establecer suspensión correlativa al Lic. Guerrero Jara. Ocho  votos. ACUERDO FIRME Responsable Fiscalía
Al ser las veintidós horas con cuarenta minutos se da por finalizada la sesión. 

MSc. Eduardo Calderón Odio,     
                            MSc. Froylán Atilio Alvarado Zelada
Presidente                                                                            Secretario
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